
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO, Niceto: Nue-

vos estudios de Derecho Procesal, Edi-
torial Tecnos, Madrid, 1980.

Este volumen que hace el número doce
de los publicados por el profesor ALCALÁ-
ZAMORA, con la finalidad de recopilar su
obra dispersa a lo largo de medio siglo,
comprende cuarenta trabajos agrupados
en cinco secciones. La primera recopi-
la cuatro artículos; la segunda, doce
resúmenes y comentarios legislativos; la
tercera, cuatro reseñas y réplicas biblio-
gráficas y una necrología; la cuarta, die-
ciséis crónicas de congresos e institutos
procesales, y la quinta, tres trabajos
sobro enseñanza del Derecho Procesal.

Aunque la mayor parte de estos tra-
bajos ya nos eran conocidos por su pu-
blicación en diversas revistas jurídicas
do Argentina, Costa Rica, España, Ita-
lia y México, no hemos podido vencer
la tentación de releerlos de nuevo. Al
hacerlo, ratificamos la opinión que ya
teníamos formada, por anteriores lec-
turas; la obra del profesor ALCALÁ-ZA-
MORA, aparentemente fraccionada en mul-
titud de trabajos monográficos y ar-
tículos de revistas, está inspirada en
una sólida y unitaria concepción pro-
cesal. Nada hubiera impedido al profe-
sor AJLCALÁ-ZAMORA construir, con mate-
riales de primerísima calidad, un Trata-
do sistemático de la .especialidad, por
que no creo que exista una parcela im-
portante del mundo del proceso que no
haya sido objeto de su profunda inves-
tigación y esclarecimiento. El por qué
no ha sido posible, que tampoco esta
primerísima figura del procesalismo his-
pano nos. haya dejado el legado impa-
gable de una obra general, es algo fá-
cilmente comprensible, aunque lo de-
ploremos, para quienes conocemos los
avatares de su vida. Lo auténticamen-
te maravilloso es que, pese a- ellos, la
obra del profesor ALCALÁ-ZAMORA sea tan
densa, tan cuidada, y, por qué no de-
cirlo, tan vitalmente optimista.

Aunque todos los trabajos que se in-
cluyen en este volumen ofrecen, sin
excepción, el mayor interés para cual-

quier lector, hay varios que tienen es-
pecial importancia para los juristas es-
pañoles preocupados u ocupados en la
actualidad con las reformas legislativas
proyectadas o en vías de realización.

En el trabajo Introducción a un cur-
so de ^Técnica legislativa procesal», que
fue publicado en el «Boletín Mexicano
de Derecho Comparado» a mediados
de 1979, ALCALÁ-ZAMORA señala las que
estima deben ser fases que debe abar-
car la reforma de un Código Procesal:
«una primera, de límites temporales su-
mamente variables de un país a otro,
esencialmente crítica, para mostrar la
necesidad imperiosa de reemplazar el
texto anticuado y defectuoso, que quizá
fue bueno en su día, pero que ya dejó
do serlo, por uno moderno y progresivo;
una segunda, de carácter informativo,
a fin de reunir los datos "demográficos,
estadísticos, relativos a personal foren-
se con que se cuente y a preparación
do que disponga, a medios técnicos y
de comunicación, a edificios utilizables
para instalar en ellos los servicios de
administración de justicia, etc.; una ter-
cera, para la elaboración del antepro-
yecto; una cuarta, para que éste sea
estudiado y objetado por magistratura,
abogacía, profesorado universitario de
derecho, etc.; una quinta, para que to-
mando en cuenta las observaciones ati-
nadas expuestas durante la cuarta, el
anteproyecto ascienda y se convierta en
proyecto; y todavía, - en naciones de
efectivo régimen parlamentario; u n a
sexta, de debate en la cámara o cáma-
ras de representantes antes de sancio-
narlo como ley. Esta última etapa, con
sus pros y sus contras, probablemente
con más de los segundos que de los pri-
meros, y conste que soy un empeder-
nido liberal, partidario, por tanto, del
parlamento verdadero, pero sin que por
ello se me oculte que en discusiones
esencialmente técnicas, como lo son o
deben serlo las relativas a códigos de
enjuiciamiento, la inmensa mayoría de
los diputados o senadores, sin excluir a
muchísimos de los que se ostentan como
juristas, no suele estar capacitada para
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intervenir con acierto en tales menes-
teres, y de ahí que a menudo estropeen
de modo lastimoso los proyectos que a
ellos se sometieron.»

Esperamos que en alguna medida se
tengan en cuenta tan sabias observa-
ciones.

Otro trabajo que merece ser objeto
de estudio y meditación, en la hora
presente, es el que lleva por título El
nuevo Código procesal brasileño, publi-
cado en la «Revista de Derecho Proce-
sal Iberoamericana», en el número de
abril-junio de 1974. Al comentar el Có-
digo de Proceso Civil de 11 de enero
de 1973, en vigor desde el l de enero
de 1974, debido al prestigioso procesa-
lista Alfredo BUZAID, ALCALÁ-ZAMORA exa-
mina críticamente este moderno cuerpo
legal, formulando su opinión sobre los
siguientes puntos: a) estructura y lon-
gitud; b) orientación, técnica legislati-
va y terminología, y c) observaciones al
articulado.

El criterio de ALCALÁ-ZAMORA sobre las
directrices a que debe responder la re-
forma para el enjuiciamiento civil, se
expone brillantemente en otro trabajo
contenido en el volumen que comenta-
mos y que lleva el título Bases de tra-
bajo para redactar el articulado del pro-
yecto de Código procesal civil costarri-
cense. Estas directrices se refieren a los
siguientes aspectos: nombre, extensión,
estructura, técnica legislativa, terminolo-
gía, orientación y contenido del Código.

Respecto al nombre, por razón del
continente, ALCALÁ-ZAMORA prefiere la de-
nominación de Código, a la de Ley por
ser aquélla la utilizada «en la inmensa
mayoría de las naciones del orbe, co-
menzando por las hispanoamericanas»
y porque los ordenamientos procesales
no deben ser bautizados con nombres
de menor categoría indicativa que los de
derecho, material. Por razón del conte-
nido duda entre los términos «enjuicia-
miento» o «procesal», lo que depende de
que se empleen los términos «juicios» c
«procesos» al regular los tipos de la ac
tividad jurisdiccional de conocimiento.

Sobre la extensión estima que el pro-
ceso civil de un Estado puede sin difi-
cultad regularse en un Código de unos

ochocientos artículos, que no deben ex-
ceder de las sesenta mil palabras, con
un promedio por tanto de 75 palabras
por artículo, sin grandes altibajos de
unos a otros.

En cuanto a la estructura externa, se
muestra partidario de tres libros: uno
de' «disposiciones generales» (relativas a
los sujetos y a los actos procesales),
otro para el procedimiento de declara-
ción (que comprendería, inclusive, la
vía impugnativa) y un tercero para la
ejecución. La agrupación sistemática de-
be abarcar cuatro peldaños: libros, tí-
tulos, capítulos y secciones.

La técnica legislativa ha de cuidarse
desde el punto de vista del lenguaje, de
que los artículos sean claros,: correctos
y libres por igual de afectación y de
ramplonería. En segundo lugar, convie-
ne encabezar cada articulo con un sucin-
to epígrafe expositivo do su contenido.
Los artículos habrán de poseer unidad
normativa, es decir, no deben regu-
larse en un mismo articulo cuestiones
esencialmente diversas. Por último, el
futuro código no debe contener defi-
niciones, y cuando una división siste-
mática superior no es susceptible de
fraccionamiento en dos o más, no debe
utilizarse un único epígrafe inferior.

" También. realiza observaciones m u y
importantes sobre terminología. Debe
evitarse utilizar denominaciones anticua-
das, incorrectas o imprecisas o que sean
insuficientes por no recoger denomina-
ciones ya consagradas, o que concul-
quen la debida correspondencia que debe
existir entre el nombre y el contenido.

La orientación del Código debe res-
ponder, con carácter general, a los si-
guientes principios: «independencia e
inamovilidad del juzgador, de igual mo-
do que identidad física suya, con el al-
canco atribuible a ésta; contradicción,
para reunir el material del proceso, e
instrucción, como freno a los extravíos
di las partes y como complemento de
su deficiente actividad; büateralidad,
con las salvedades o restricciones que
le son propias en ciertos tipos o fases
procesales (ejecutivo, monitorio —de
dársele entrada—, determinadas medi-
das cautelares, juzgamiento en ausen-
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cia); concentración en el desarrollo de¡
procedimiento y, de no ser posible, nor-
mas que eviten su hipertrofia y su ex-
cesiva duración; inmediatividad en la
asunción de diligencias; sana crítica,
para apreciar la prueba, exceptuada la
instrumental pública o equiparada a
ella, sin perjuicio de atacar los vicios
que la invaliden o reduzcan su fuerza;
escritura, para fijar el tema litigioso,
y oralidad, para su discusión; publici-
dad, dentro de los límites que le son
propios, o sea, descartado el fisgoneo
de los expedientes judiciales por cual-
quiera, y excluida o cercenada por moti-
vos de moralidad, orden o interés públi-
cos, etc.; libertad formal condicionada,
que excluya ritualismos y muletillas
innecesarios ("resultando" y "conside-
rando" "ante mí", "otrosí", etc.), pero
sin entronizar en su reemplazo la anar-
quía; fundamentación de los actos pro-
cesales destinados a convencer a su
destinatario (por ejemplo, demanda y
contestación respecto del juzgador; sen-
tencias y, en menor medida, autos, fren-
te a las partes); moralidad e impugna-
bilidad motivada, como requisito que
contribuya a frenar la deducción de re-
cursos descabellados o interpuestos con
mala fe notoria.»

Como temas concretos se refiere a cua-
tro cuestiones: la conciliación preproce-
sal; los incidentes; el abuso de la ape-
lación y los procedimientos especiales.

ALCALÁ-ZAMORA se muestra partidario
de la conciliación intraprocesal (en la
que el juez sugiera, pero no presione);
de frenar el empleo abusivo de los inci-
dentes, mediante diversos mecanismos
(audiencia preliminar,- rechazar de pla-
no los incidentes ajenos al pleito o no-
toriamente improcedentes, etc.), de la
apelación restringida y de la existencia
de muy pocos tipos de procesos.

Expone igualmente ALCALÁ-ZAMOHA cuál
podría ser el contenido del Código, des-
arrollando lo que ya señaló como estruc-
tura del mismo (tres libros y un título
a manera de apéndice, con articulado
aparte para regular en él la llamada
jurisdicción voluntaria). Se iniciaría con
un titulo destinado a la jurisdicción,
juzgador y auxiliares, cuyos dos pri-

meros capítulos se ocuparían, a su vez,
de la jurisdicción y competencia en liti-
gios civiles; la segunda, repartida en
las secciones necesarias para encuadrar
los diversos criterios determinativos de
la misma (materia, cuantía, territorio,
persona, conexión, etc.). Tras dichos ca-
pítulos vendrían uno o dos más para
ocuparse en forma paralela, aunque los
primeros en plano superior, de los con-
ceptos de jurisdicción y de las cuestio-
nes de competencia; otro acerca de la
abstención, recusación y responsabili-
dad de jueces y magistrados y uno más
sobre las atribuciones del juzgador en
la tramitación y decisión del proceso.
El título primero se cerraría con un ca-
pitulo reservado a los auxiliares, no des-
de el punto de vista orgánico, sino en
atención al papel que asuman y acti-
vidades que desplieguen en el proceso.

El titulo segundo se dedicaría a la
acción, partes y defensores. Dicho títu-
lo abarcaría dos capítulos, el primero
relativo a la acción en sentido rigurosa-
mente procesal, y el otro concerniente
a las partes y desarrollado en tres sec-
ciones: la primera, acerca de su capa-
cidad y legitimación; la segunda, sobre
pluralidad de partes, y la tercera sobre
la asistencia y representación.

El título tercero del libro primero se
ocuparía de la actividad procesal en
la que se regularía lo concerniente a las
disposiciones comunes acerca de las ac-
ciones y de las resoluciones judiciales;
la regulación espacial y temporal; cele-
bración de audiencias, comparecencias
y juntas-, resoluciones judiciales; noti-
ficaciones, citaciones y emplazamientos;
exhortes y otras comunicaciones; acti-
vidad procesal defectuosa y rectificación
de los vicios en que se manifieste; in-
actividad procesal; repercusiones econó-
micas de la actividad procesal y exen-
ción de las mismas.

El libro segundo estaría consagrado al
procedimiento de declaración y en él se
regularía en títulos diversos la preven-
ción, preparación y aseguramiento de los
juicios; el desarrollo del juicio ordina-
rio, tanto en primera instancia como en
en los ulteriores peldaños; el tercero
regularía un juicio sumario, y el cuar-
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to el arbitraje y el juicio monitorio.
El libro tercero se dedicaría a la eje-

cución procesal. Estaría estructurado en
un título primero de disposiciones co-
munes con cuatro capítulos sobre órga-
nos y sujetos de la ejecución; títulos
ejecutivos y declaración de ejecutabili-
dad acerca de los emitidos en el extran-
jero; aseguramiento de la ejecución y
normas genéricas del procedimiento eje-
cutivo. El título segundo trataría de la
ejecución singular, comprendiéndose en
él las especialidades en atención a la
índole de la condena impuesta, y en
consideración a la naturaleza de los
bienes sometidos a ejecución y a los
modos para llevarla a cabo. El título
tercero regularía la ejecución concur-
saría con absorción en ella de la quie-
bra, ampliación de los poderes rectores
del juzgador y aproximación todo lo po-
sible a la ejecución singular.

Se ocupa igualmente de los temas de
las disposiciones transitorias y de la va-
cación legislativa, recordando que ésta
conviene que sea de algunos meses que
deben aprovecharse para difundir el con-
tenido del nuevo Código entre los llama-
dos a aplicarlo y disipar las dudas que
su manejo pueda suscitarles y de ese
modo eliminar resistencias infundadas.

Aunque nos hemos detenido muy es-
pecialmente en el contenido de los tra-
bajos referentes a política legislativa,
hemos de señalar que en el libro se
contienen otras cuestiones de singular
interés. Llamamos la atención sobre el
artículo titulado Esquematización de
conceptos e instituciones procesales, en
el que no sólo es importante el conte-
nido, sino la forma de presentación del
trabajo mediante la utilización de es-
quemas, figuras geométricas y cuadros
sinópticos con objeto de suministrar en
forma breve y perceptible una imagen
de conceptos e instituciones, que pene-
tre por los ojos de la cara, como gráfi-
camente señala ALCALÁ-ZAMORA.

Hay también su parte de chismorreo
jurídico procesal recogido al hilo de la
crónica de congresos e institutos proce-
sales con sabrosas notas acerca de de-
terminadas actitudes de personajes y
personajillos del mundo procesal, de las

que en ocasiones el profesor ALCALÁ-ZA-
MORA está bien informado y en otras le
falta el conocimiento de algunas inte-
rioridades que sólo los sujetos directa-
mente relacionados con las mismas co-
nocen y que no es ocasión de puntuali-
zar aquí y ahora.

A los profesores y a los estudiantes de
nuestra especialidad debemos aconse-
jarles igualmente la lectura de e s t a
obra porque en ella se contienen en la
sección dedicada a la enseñanza de De-
recho Procesal, tres estudios de gran ac-
tualidad: los problemas de acceso a las
profesiones jurídicas; las indicaciones
metodológicas para la resolución de ca-
sos prácticos y la elaboración de tesis
profesionales y la descripción de un cur-
so sobre examen critico do un Código
procesal civil en el caso concreto del
departamento federal de Méjico.

La exposición del contenido de estos
Nuevos estudios de Derecho procesal
tendría una grave omisión si no me
refiriese a la necrología dedicada al
profesor Santiago SENTÍS MELENDO. Ya en
mi libro Proceso y Derecho procesal, pu-
blicado en Madrid en 1960, señalé la
repercusión extraordinaria que para el
procesalismo de Hispanoamérica había
representado la estancia en dichos paí-
ses de los profesores ALCALÁ-ZAMORA y
SENTÍS MELBNDO. Afortunadamente el pri-
mero está ya con nosotros, pero el se-
gundo ya no nos contará directamente,
en la forma atropellada con que solía
expresarse, las últimas noticias sobre
este mundo de juristas hispanoamerica-
nos por cuyo conocimiento y unión tan-
to hemos trabajado algunos y muy es-
pecialmente los dos profesores y amigos
citados. Quiero unirme en estas últimas
líneas al recuerdo emocionado que a
Santiago SENTÍS MELENDO dedica ALCALÁ-
ZAMOHA en su obra.

Pedro ARAGONESES

CASTELLS, José Manuel: La Euskadi autó-
noma y los funcionarios públicos. Edi-
torial Erein, San Sebastián, 1980, 123
páginas.

Al margen de la que ya empieza a ser
amplia literatura jurídica sobre los pro-
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blemas genérales de la regionalización
o de la construcción de un Estado regio-
nal, comienza a aparecer también una
literatura jurídica periférica, paralela a
la primera en el objeto de investigación,
pero con algún matiz singular a desta-
car. La literatura jurídica general apa-
rece en revistas o publicaciones de ám-
bito nacional ya existentes o que nacen
por razón de las nuevas necesidades y
suele contemplar problemas genéricos,
normalmente t e ó r i c o s, construyendo
unas soluciones, en fin, no directamen-
te aplicativas. La otra literatura, cali-
ficada por mi —quizá injustamente— de
periférica, se elabora y aparece en ins-
tancias, territoriales singulares, contem-
pla problemas específicos de las diver-
sas comunidades, y pretende ofrecer so-
luciones con que rellenar los huecos de
competencia de los Estatutos todavía con
sus páginas en blanco, o la marcha dia-
ria de aquellas regiones que ya las es-
cribieron.

A esta segunda clase pertenece el li-
bro de José Manuel CASTELLS, al que se
dedican estas lineas (1). Una segunda
clase que no debe entenderse, como en
los trenes, con un contenido sustancial
inferior a la primera. Es una clasifica-
ción la que aquí se utiliza sin otra tras-
cendencia que la meramente descrip-
tiva, pues, obviamente, la calidad de
una obra jurídica la da el fondo de sus
ideas y no el origen, el color de sus
tapas o la finalidad que guía al autor.

Es curioso constatar que' esta litera-
tura periférica se origina, precisamente,
en unos lugares muy concretos del Es-
tado, fundamentalmente Cataluña, el
País Vasco y, a' distancia, Andalucía.
Sólo allí es posible constatar y com-
probar la existencia de esos islotes cul-
turales ;—las obras jurídicas— que detec-

(1) El autor ha publicado otros diversos
trabajos jurídicos sobre historia y presente
estatutario del País Vasco. Recuerdo entre
ellos, El Estatuto vasco. Haramburu editor.
San Sebastián. 1976. 160 pp.; La aplicación
autonómica del Gobierno Vasco, on el núme-
ro 84 de esta REVISTA, 1977, pp. 121 y ss. y
El idioma en la política estatutaria, on Libro
blanco del Euskera. Con una preocupación
autonomista puede recordarse también aquí
su trabajo El municipio en la autonomía 'po-
lítica, en «Documentación Administrativa»,
número 182, 1979, pp. 459 y ss. . . : •

tan, inequívocamente, la presencia de
una base social concordante con esas
preocupaciones. Las reflexiones a que
lleva la ausencia de preocupación jurí-
dica propia en el resto del territorio son
muy variadas. Es posible que en mu-
chos supuestos la inutilidad práctica
final —dadas las perspectivas políticas
actuales— del trabajo reflexivo frene la"
misma iniciación de éste o, quizá, la
voluntad de su publicación. Es posible,
igualmente, que no se dé ni siquiera tal
tipo de trabajo.

1) La reflexión particular de CASTELLS
so dirige a un.tema básico en toda po-
lítica regionalizadora: la cuestión fun-
cionarial, la cuestión funcionarial, natu-
ralmente, en el País Vasco. La investiga-
ción tiene desde su inicio una finalidad
que no se esconde en ningún momen-
to: proporcionar una serie de ideas, in-
cluso algún instrumento práctico, para
la etapa de autonomía que se abre. Por
ello, aun cuando casi dos terceras par-
tes de la obra se dediquen a describir
los problemas históricos del funcionaria-
do en lo que se consideran cuatro provin-
cias integrantes del País, la indagación
histórica no pretende ser exhaustiva ni
utilizar un aparato bibliográfico apa-
bullante sino, simplemente, ser medio
de descubrimiento de lo que se conside-
ran problemas básicos del funcionaria-
dc y que se han decantado en un arras-
tre histórico de más de un siglo (2).

En este planteamiento histórico desta-
ca la continua lucha de las provincias
vascas por lograr la exención de la apli-

(2) Las investigaciones históricas aparecen
imprescindibles en cuaquier análisis sobre
problemas regionales, pues la Constitución
está en este tema profundamente cargada de
aspectos históricos cuya consideración parece
necesaria para su total comprensión. Estos
aspectos los he analizado en mi trabajo «Al-
gunas reflexiones sobre el hecho regional: la
ideología del sistema, los problemas de la
compotencia y la polémica sobre la generali-
zación de la potestad legislativa regional»,
en Estudios sobre la Constitución española
de 1978, ed. Pórtico, Zaragoza. 1979, pp. 309
y ss. Véase últimamente el original plantea-
miento de Bartolomé CLAVERO, Presencia de ¿a
historia: nacionalidades y autonomías en la
Constitución. «Sistema», 36. 1980, pp. 37 y ss.,
trabajo en el que defiende la necesidad de
olvidarse de la historia en la interpretación
constitucional acudiendo al «campo de la ra-
zón constitucional democrática» alejándose de
• nacionalismos, foralismos y otros historicis-
mos» (p. 50).
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cación de las leyes municipales y pro-
vinciales decimonónicas. Acabadas las
guerras carlistas y unificado, por fin,
a trancas y barrancas el Estado liberal,
las Diputaciones van a emprender un
combate diario por configurar a su te-
rritorio como vacunado de las inyeccio-
nes legislativas madrileñas que tratan
—sin partir de un claro diagnóstico—
de reanimar a un enfermo crónico. Asi
las cosas, el panorama de nuestro régi-
men local de los inicios del constitucio-
nalismo se nos aparece, de nuevo, como
de lo más pintoresco y, también, triste.
Los legisladores, al elaborar un texto
tras otro sobre régimen local ignoran, o
no quieren ser conscientes, que el «obe-
dezco pero no cumplo» es una fórmula
da gobierno todavía vigente unos siglos
después de formulada. Suficientemente
se ha hecho notar lo artificial de nues-
tro régimen local legal que no se im-
pone sobre unas costumbres populares
u oligárquicas más acendradas (3); si
eso ocurre de forma general en España,
en el País Vasco a ese elemento de re-
sistencia pasiva se une el acicate activo
de la defensa de una particularidad que,
como hace notar CASTELLS, va a tener a
partir de los Conciertos económicos un
argumento jurídico de primera mano
para razonar la exención (4). Diversos
conflictos que se narran en el texto (pá-
ginas 18 y siguientes) informan de la
realidad de la victoria de las Diputacio-
nes en este combate.

Sin embargo, en la práctica reglamen-

(3) La remisión, aquí, a los trabajos de
COSTA, entre otros, es obligada. En mi libro
sobre Ordenanzas y reglamentos municipales
en el Derecho español, ed. Instituto de Estu-
dios de Administración Local, Madrid, 1978,
he tenido ocasión de señalar varias veces esta
característica de disociación entre régimen
local legal y régimen lccal real, sobre todo
a! constatar la inexistencia en la mayoría de
los municipios españoles de ordenanzas mu-
nicipales incumpliéndose, asi, el mandato de
las leyes municipales.

(4) En la p. 14 se indica que ello sucedió
-a la vista de las incertidumbres legales
que ocasionó desde el primer momento la
indeterminación intencionada de las faculta-
des de las Diputaciones como consecuencia
de los conciertos, que no sólo motivó difi-
cultades de gestión ante lo movedizo del te-
rreno sino también una extensión en facul-
tades y competencias administrativas a través
ds la legislación sectorial, extensión que se
pretenderá que abarque a la designación y
nombramiento de sus funcionarios».

taria de las Diputaciones va a aparecer
un elemento considerado por el autor
como perturbador y que arrastra hasta
nuestros días sus consecuencias: la re-
gulación individualizada por cada Dipu-
tación del régimen jurídico de sus fun-
cionarios frente a las pretensiones for-
muladas por algunos de regulaciones
uniformes (5).

El recorrido histórico continúa con la
narración de la situación durante la Dic-
tadura de PRIMO DE RIVERA, período que
se caracteriza, según CASTELLS, por un
debilitamiento en las instituciones autó-
nomas a lo que va a cooperar el surgi-
miento de .los Cuerpos Nacionales. Bien
es verdad que la opinión del autor so-
bre este último fenómeno no va a ser
completamente negativa sino que reco-
noce las circunstancias objetivas q u e
fundaban su aparición aun cuando, por
otra parte, critique el centralismo que
supone su implantación (6). También en
este período perdura el fenómeno de la
separación de ordenamiento, promulgan-
do Navarra su Reglamento para la Ad-
ministración Municipal de 1928, que aún
rige en la actualidad.

La. República inaugura, obviamente,

(5) En esta acción debe influir, sin duda,
la tradición histórica de las cuatro provin-
cias con un régimen nunca uniforme. En
este sentido es útil la consulta al trabajo de
Francisco TOMÁS T VALIENTE, LOS derechos his-
tóricos de Euskadi. en -Sistema-, 31, 1979, pá-
ginas 3 a 29. En la p. 10 resume TOMÁS I VA-
LIENTE con estas palabras la situación tras el
Antiguo Régimen: •Quede también claro que
nunca estos cuatro territorios habían tenido
un régimen jurídico común, ni hablan cons-
tituido jamás una entidad política o admi-
nistrativa. No hubo nunca ni había a co-
mienzos del siglo xix un Derecho vasco o
unos Fueros vascos comunes ni a los cuatro
territorios mencionados ni a dos o tres de
ellos. Jurídicamente eran entidades indepen-
dientes entre sí, dotadas de regímenes jurídi-
cos diferentes. Por eso, el tratamiento que
se dio a estos territorios a la hora de impo-
ner la unificación fue también diferente-
(lo destacado es del autor).

(6) Dice así en la pagina 37: «La sustitu-
ción del criterio de la "confianza" y de la
absoluta discrecionalidad que hasta entonces
había dominado en cuestiones de personal en
el Municipio español, por el do la "capaci-
dad" y eficacia, con su secuela de la iristi-
tucionalización y profesionalización de los
funcionarios, que en principio podría estar
plenamente justificada, sin embargo, se rea-
lizo mediante la plena centralización del fun-
cionariado, lo que destaca paradójicamente en
momentos en que se pronunciaban guberna-
mentalmente las más exaltadas declaraciones
favorables a la autonomía municipal».
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otras perspectivas, aunque el País Vas-
co no verá' aprobado su Estatuto hasta
momentos en los que bien poco tenían
que realizar las instituciones autonó-
micas y, tampoco, importaba en dema-
sía la regulación autonómica del fun-
cionariado vasco. Durante la República
en paz continuarán, no obstante, las
querellas por la exención de la norma-
tiva estatal, destacando el autor el plei-
to de la provisión de la plaza de Se-
cretario de la Diputación Provincial de
Guipúzcoa, suceso en el que tras sen-
tencia del Tribunal Supremo favorable a
los intereses estatales, su no ejecución
por la Diputación consolida en el cargo
al que luego será largos años jefe del
Gobierno Vasco en el exilio, Jesús María
de LEIZAOLA.

3) El actual período estatutario con-
cede, jurídicamente, a las instituciones
vascas un poder, del que no han gozado
durante toda nuestra historia constitu-
cional. El artículo 10-4 del Estatuto de
Autonomía de Euskadi indica la compe-
tencia exclusiva de la Comunidad Autó-
noma del País Vasco sobre «el régimen
local y el Estatuto de los Funcionarios
del País Vasco y de su Administración
Local, sin perjuicio de lo establecido en
el articulo 149, 1, 18 de la Constitución».
Un poder que depende en su extensión
de las bases jurídicas que elabore el
Estado (7), como pone de manifiesto
CASTELLS.

El desarrollo estatutario vasco tendrá
que solventar una serie de problemas
del propio funcionariado, que para el
autor se centran en su desvertebración
y falta de homogeneidad y en la deser-
tización y raquitismo del estamento fun-
cionarial (pp. 79 y ss. para las causas

(7) Todavía no existe este texto especifico
básico. No obstante, el proyecto de Ley orgá-
nica del Gobierno, de la Administración del
Estado y de la Función Pública («Boletín
Oficial de las Cortes»-Congreso de los Dipu-
tados de 5 de febrero de 1980, núm. 109-1),
aun estando dirigido exclusivamente a los
funcionarios de la Administración Civil del
Estado (art. 42) prevé en su disposición adi-
cional tercera la extensión de los preceptos
de los capítulos IV y V del título III (dere;
chos de sindicación, participación y huelga y
garantías de imparcialidad) al personal al ser-
vicio de las Comunidades Autónomas y do la
Administración local.

de esta situación). Estos problemas de-
ben ser abordados con una diversa se-
rie de medidas entre las que señala la
homogeneización del funcionariado y su
dignificación cara a la opinión pública,
la implantación de una carrera adminis-
trativa flexible con criterios de interre-
gionalidad o comunicabilidad y un esta-
tuto con un cuadro de derechos y de-
beres inspirado en un abierto sentido
progresista y constitucional. Como me-
dida fundamental se propone la creación
de un Instituto Vasco de Estudios de
Administración Pública cuyo posible re-
glamento se avanza en un apéndice.

La cuestión del idioma es tratada por
el autor con detenimiento y cautela. De
entrada constata la ausencia de conflic-
tos en la historia por esta cuestión, pero
también la necesidad de no plantear el
futuro con dogmatismos de uno u otro
tipo. Las alusiones al Derecho compa-
rado sirven para no despreciar la posi-
bilidad de la exigencia del idioma vasco
como requisito para el acceso a la fun-
ción pública, sobre todo teniendo en
cuenta el derecho del ciudadano a ex-
presarse en su lengua ante los órganos
de la justicia y de la Administración. La
cautela del autor ante lo delicado del
problema se nota, sin embargo, en la
proposición de una solución de princi-
pio: «puntuar el conocimiento del eus-
kera al admitir nuevo personal en los
escalafones administrativos, sin que es-
te paso impida en casos específicos, es-
pecialmente en la docencia en sus di-
versos grados y especialidades que la
simple valoración se pueda convertir en
exigencia» (p. 1141

4) Las ideas básicas expuestas por
CASTELLS quedan reseñadas y su descrip-
ción más profunda puede seguirse con
mucho más gusto y detenimiento en el
libro. Un libro que, hay que notarlo, ha
sido escrito por un profesor vasco sobre
un tema en el que los vascos parecen
sentirse a gusto: el funcionariado. Al
menos ha sido éste el criterio históri-
co que puede sentarse. Mejor dicho, his-
tórico y literario, pues, para avalar esto,
recuerda CASTELIS aquel texto del Quijo-
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te situado en el episodio de la ínsula
Barataria donde pregunta el goberna-
dor Sancho: «¿Quién es aquí mi secre-
tario?», y alguien responde-. «Yo, señor,
porque sé leer y escribir y soy vizcaíno»,
concluyendo el gobernador con esta la-
pidaria frase: «Con esa añadidura, bien
podéis ser secretario del mismo Empe-
rador». Es un texto muchas veces cita-
do y que ha sido ocasión de interpreta-
ciones de muy variado tipo (8), pero que
denota un estado de fondo inequívoco.

No queda, tras la fugaz referencia li-
teraria, más que recomendar —y no es
una fórmula consabida—, la lectura del
libro de CASTEXLS en el que el jurista
y el interesado por los temas regionales
va a encontrar, sin duda, motivos más
que suficientes para reflexionar sobre el
futuro autonómico del Estado.

Antonio EMBID IRUJO

GARCÍA DE ENTERRÍA y otros: La distribu-
ción de las competencias económicas
entre el poder central y las autono-
mías territoriales en el Derecho com-
parado y en la Constitución española.
Instituto de Estudios Económicos, Ma-
drid, 1980, 493 pp.

1. La aprobación de la Constitución
situó a todos los españoles, y en espe-
cial a los juristas, ante el reto de re-

(8) Al leer el libro do CASTELLS recordé un
episodio de las memorias de AZAÑA, en el
que esta cita del Quijote aparece en un
contexto muy distinto y que consigno aquí
sin otra pretensión que aportar un dato a la
historia de la vocación vizcaína para el fun-
cionariado. Decía así AZAJÑA: «Estoy persua-
dido de que Bilbao no tiene salvación. Ni
toda la zona Norte, si los rebeldes, mejor
aconsejados y dirigidos, se han dado cuenta
de nuestra irremediable debilidad en aquella
parte y se proponen tomarla. De que Bilbao
por lo menos se perderá en cuanto la ataquen
con fuerzas bastantes, estoy yo convencido
desde hace tres meses, convicción formada
a través de los enmarañados y palabreros
informes que el ministro Iruio me daba en
Barcelona. Aquellos informes, escuchados por
mi sin pestañear, se dirigían a probarme la
facilidad de la inminente reconquista de Mi-
randa y Vitoria, seguida inmediatamente de
la de Navarra, después de la cual, el eiército
vasco, "que se batía con ardor gracias a la
concesión del Estatuto autonómico", descen-
dería por Soria hasta Sigüenza para resolver
la situación de Madrid... No sé por qué, estas
consejas me traían a la memoria un brovi-

formar el propio Estado y ante la ne-
cesaria aceptación del nacimiento de una
nueva organización estatal, en la que
las nacionalidades y regiones se convier-
ten en entes políticos. Esta realidad, que
en principio sólo se reflejaba en el con-
tenido de unos artículos del texto cons-
titucional, pronto va a poner de mani-
fiesto todo su enorme contenido inno-
vador y, como es lógico, comienzan a
surgir los problemas, los conflictos. Y
es que, pasada la hora del pacto y el
consenso, superada ya la necesidadv de
llegar a unos acuerdos políticos que per-
mitieran dar respuestas rápidas a ne-
cesidades urgentes, se ha abierto una
nueva época de reconstrucción e inter-
pretación del material elaborado, y, al
mismo tiempo, de desarrollo y puesta
en marcha de ese mismo material y las
ideas en él contenidas. En este momen-
to, el actual, acceden a primer plano los
problemas jurídicos, las cuestiones in-
terpretativas de unos textos no siempre
lo suficientemente claros. Así, vemos có-
mo se publican de forma creciente co-
mentarios y artículos monográficos so-
bre la Constitución, al tiempo que se
organizan jornadas de discusión sobre el
texto constitucional en las que se trata
de llegar a puntos de coincidencia en la
interpretación de la norma suprema de
nuestro ordenamiento. El razonamien-
to jurídico sustituye al acuerdo político,
pero bueno será recordar siempre los
motivos que estuvieron en el origen de
este terremoto formal, motivos que fue-
ron y siguen siendo la necesidad de
convertir el Estado centralista en un
Estado autonómico.

2. Dentro del panorama de aportacio-
nes jurídicas ^serias y profundas sobre
las autonomías regionales, la obra que
comentamos está llamada a tener una
amplia repercusión en la polémica sobre

simo dialogo en la ínsula Barataria: "¿Quién
es aquí mi secretario? —Yo, que soy vizcaíno
y además sé leer y escribir—. Pues con esas
partes podéis ser secretario del mesmo em-
perador". ¿Qué conexión me recordaba este
diálogo? No sé. Lo consigno ahora como mate-
Via posible para un más apretado análisis».
Cfr. Manuel AZAÑA, Memorias políticas y de
guerra, vol. II, ed. Grilalbo, Barcelona. 1978,
página 62.
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la reforma del Estado, tanto por la im-
portancia del tema como, sobre todo,
por la calidad de sus autores y la bri-
llantez de sus trabajos, pues en la re-
dacción del libro han colaborado, bajo
la dirección del profesor GARCÍA DE EN-
TERRÍA, los profesores MUÑOZ MACHADO..
PAREJO ALFONSO, ORTEGA ALVAREZ y RUILO-
B.\ SANTANA.

Como decía, la trascendencia del libro
reside en gran parte en el tema que en
mismo se aborda. Ya no estamos ante
un análisis institucional o dogmático de
la Constitución y los Estatutos, sino an-
te el estudio de un problema concreto,
uno de los muchos que se irán susci-
tando en los próximos tiempos, pero,
sin duda, uno de los más importantes.
Los autores se plantean, en palabras del
propio GARCÍA DB ENTERRÍA, «la compati-
bilidad entre un federalismo y un auto-
nomismo territorial profundo, con la uni-
dad del espacio económico nacional y
dp los resortes de la política económica
que la protegen y cuidan de su desarro-
llo homogéneo». A partir de la citada
hipótesis se inicia el trabajo, dividido
metodológicamente en dos partes cla-
ramente diferenciadas: el examen del
Derecho comparado y el análisis de nues-
tro texto constitucional, trabajo que per-
mitirá, al final, concluir con la confir-
mación o negación de la hipótesis que
SÓ planteó como punto de partida.

La referencia al Derecho comparado
es abundante, pasando revista a la si-
tuación existente en países de diversa
configuración política, pero todos ellos
caracterizados por su estructura fede-
ral o regional (federalismo anglosajón
y germánico, o Estados regionales como
Italia y Gran Bretaña). A través de este
copioso estudio comparatista se preten-
de demostrar cómo en todos los países
examinados se observa un proceso cre-
ciente de centralización en las compe-
tencias decisorias en materia de política
económica, o una reserva de las mis-
mas en el poder central cuando el pro-
ceso en marcha es la instauración del
Estado regional. La conclusión final, ge-
neralizando, sería que en el Derecho
comparado una estructura federal o re-

gional del Estado es compatible, y va
de hecho siempre ligada a la unidad de
dirección económica y a la defensa de
la unidad del mercado nacional.

Este amplio bagaje de referencias a
los modelos extranjeros sirve de base
para estudiar esta misma problemática
en nuestro texto constitucional. Aquí ya
no cabe la referencia a una experiencia.
No existe un proceso histórico de aplica-
ción de la normativa, pues este proceso
está en su momento cero, y, por tanto,
el estudio se limita al análisis de la
Constitución y los Estatutos de Autono-
mía ya aprobados. Pues bien, aquí la
conclusión final será que nuestro or-
denamiento constitucional sintoniza per-
fectamente con los sistemas examina-
dos anteriormente. Basta para ello con
interpretar en una determinada forma
el articulado de la Constitución y los
Estatutos, interpretación que, precisa-
mente por su consonancia con los mode-
los extranjeros, es la que se propone. El
Estado de las autonomías que introduce
nuestra Constitución, y en concreto su
título VIII, debo, pues, desarrollarse
sin alterar la unidad del mercado na-
cional y reservando las competencias de-
cisorias en materia de política econó-
mica al Estado central. Y ello, tanto
porque así lo aconseja la experiencia
extranjera, como por que así lo permi-
te la interpretación de la Constitución.

Por último, la estructura del libro se
completa con una referencia al futuro.
El posible ingreso de España en la CEE
incide directamente en el tema estudia-
do, y por ello se le dedica un capítulo
especial. Y es que el reparto de compe-
tencias Estado-Comunidad Autónoma se
modificará al producirse la incorpora-
ción de España a una organización su-
pranacional a la que se atribuirán el
ejercicio de competencias derivadas de
la Constitución, y cuyos acuerdos debe-
rán hacerse efectivos en el territorio na-
cional. Era, pues, preciso analizar el ar-
tículo 93 de la Constitución, cuya rela-
ción con el tema de las competencias
en materia económica es a todas luces
evidente. Pero es que además el tema
de la CEE está ya presente en todo el
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planteamiento del libro, en tanto el re-
parto de poderes económicos en el inte-
rior del Estado se ve condicionado por
la tendencia general a buscar centros
de decisión supranacionales en esta ma-
teria. Por olio, la cuestión de la CEE es
un planteamiento de futuro, pero, a la
vez, de presente.

3. Junto a esta rápida visión- del con-
tenido general del libro y sus distintas
partes, sobre cuyo alto nivel no es pre-
ciso insistir, creo importante destacar lo
que entiendo consisten las aportaciones
principales del mismo y, por ello, las
más polémicas.

La tesis general, que se contieno en
cada trabajo, pero que adquiere toda su
fuerza si se valora la obra como un
todo unitario, consiste en afirmar que
en un Estado de economía capitalista
desarrollada, las competencias en mate-
ria económica deben mantenerse bajo
un único centro de decisión. En este
ámbito material debe superarse, por ello,
el reparto competencial en zonas sepa-
radas, incomunicadas, que otorguen a
los diversos poderes territoriales pode-
res independientes. Se recoge, pues, la
idea de articular ]a relación Estado-Co-
munidad Autónoma en base al juego de
competencias compartidas, como criterio
mucho más fecundo para el buen fun-
cionamiento de la misión del Estado mo-
derno, que la distinción de ámbitos de
respectivas competencias exclusivas y
separadas. Junto a esta idea genera)
se busca ya un nuevo adjetivo que ca-
lifique este autonomismo o federalismo
que se defiende, y así se habla de «fe-
deralismo cooperativo», concepto aún
incierto, pero que, se dice, está llamado
a jugar un gran papel.

Federalismo cooperativo y competen-
cias compartidas pasan a ser, pues, el
gran tema del libro, ya que ambas ideas
van intimamente unidas. Pero si el fe-
deralismo cooperativo tan sólo se cita
marginalmente, corno idea abstracta que
resume una tendencia general y como
un concepto potencialmente importante,
el tema de las competenciase comparti-
das se aborda en toda su profundidad y
concreción.

Ciertamente el interés de los autores
por detenerse en este punto y examinar
en profundidad los problemas que com-
porta esta técnica en el reparto de com-
petencias entre el Estado y las Comu-
nidades Autónomas está plenamente jus-
tificado. Aquí radica, creo, uno de los
puntos con mayor carga de conflictivi-
dad futura y, si bien es cierto que el
acuerdo político puede solucionar gran
parte de estos conflictos, no es menos
cierto que cuando no se llegue al acuer-
do, la única vía posible de entendimien-
to es el recurso al derecho, a la inte'r-
pretación de la norma. Por eso, bueno
es abrir el debate, la discusión apasio-
nada si se quiere, pero siempre que se
mantenga en los límites de la objetivi-
dad y la interpretación jurídica de los
textos legales. Y digo esto porque el
significado de lo que sean competen-
cias compartidas y cómo se desarrollo
el ordenamiento a partir de esta inicial
definición tiene una importancia indis-
cutible y, por otra parte, una regula-
ción positiva poco precisa. Importancia
que reside en la realidad subyacente,
que no es otra que el reparto de poder
político que comporta toda distribución
de competencias, especialmente cuando
los centros de imputación del poder po-
lítico son el Estado y las Comunidades
Autónomas.

4. El tema central es, pues, el de las
competencias compartidas, en torno al
cual se agrupan una pluralidad de
puntos conflictivos. Pero de entre todos
ellos hay dos de especial importancia:
la delimitación precisa de los ámbitos
materiales de ordenación que correspon-
den a las leyes que se articulan según
el criterio do competencia compartida, y
la puesta en funcionamiento, o proceso
de actuación en el tiempo de estas dos
fuentes del ordenamiento.

Sobre este último aspecto no es pre-
ciso insistir, pues tampoco es objeto de
estudio detallado en el libro comenta-
do (1). El problema que ahora interesa

(i) Sobre el toma puede consultarse el ex-
celente trabajo de MUÑOZ MACHADO, Las potes-
tades legislativas de las Comunidades Autó-
nomas, Madrid, 1979, pp. 94 y ss.
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es el otro. ¿Qué significa competencia
compartida y cómo se articulan las le-
yes dictadas sobre esta materia?

La importancia del tema aparece sin
más al constatar cómo dos poderes le-
gislativos van a incidir sobre un mismo
ámbito material, reservando a uno de
ellos el poder dictar bases o coordinar,
y al otro el de actuar en el marco de
la normativa estatal. Por lo demás, no
es ésta una técnica marginal, sino que
se recurre a ella de forma profusa y
asiStemática (2).

B&es bien, este tema general se con-
creta en el libro que comentamos en
el estudio del reparto competencial en
materias económicas. Para ello los au-
tores se enfrentan en primer lugar con
la definición de lo que sean competen-
cias compartidas, para criticar abierta-
mente la redacción de los Estatutos de
autonomía cuando califican como com-
petencias exclusivas lo que en realidad
entienden que no es tal. Así, el Estatuto
de Cataluña, establece en su artículo 12
que «De acuerdo con las bases y la or-
denación de la actividad económica ge-
neral y la política monetaria del Estado,
corresponde a la Generalidad en los
términos de lo dispuesto en los artícu-
los 18, 131 y'en los números 11 y 13 del
apartado 1 del artículo 149 de la Cons-
titución, la competencia exclusiva de las
siguientes materias». A continuación
enumera estas competencias exclusivas
y, en diversas ocasiones, se encuentran
de nuevo referencias a normas estatales
quo condicionan el ejercicio de la po-
testad de la Comunidad autónoma.

La lectura del citado precepto Í3),
plantea de inmediato el problema ¿pue-
de hablarse con propiedad de competen-
cias exclusivas? ¿Qué consecuencias se

(2) Vid. COSCUILUELA: La determinación,
constitucional de las competencias de las
Comunidades Autónomas, núm. 89 de esta
REVISTA. 1979, pp. 27 y ss.

(3) Precepto que se repito con un contenido
casi idéntico en el Proyecto de Estatuto Ga-
llego, artículo 30. El Estatuto Vasco, por su
parte, menciona como competencias exclusi-
vas en su artículo 10 una serie de materias
de contenido económico, pero no acude a la
técnica del Catalán o Gallego ds agruparlas
en un artículo único cuyo primor párrafo
recoge todos los límites de la legislación au-
tonómica.

deducen de ello según la Constitución
y los Estatutos?

Para los autores del libro esta referen-
cia a la existencia de competencias ex-
clusivas de las Comunidades autónomas
en materia económica es frontalmente
criticada en base a dos argumentos dis-
tintos. Por una parte, el propio concepto
de exclusividad competencial, que se
juzga incompatible con los principios
de unidad económica que se contienen
en el mismo texto constitucional. Por
otro lado, la consecuencia que de ello
se deduce según el artículo 149,3 de la
Constitución, es decir, el hacer prevale-
cer el derecho autonómico sobre el es-
tatal en todos los casos en que se plan-
tee un conflicto de leyes.

Pues bien, pienso que la crítica a los
Estatutos puede ser matizada si se tiene
en cuenta que la referencia a compe-
tencias exclusivas tiene allí otro valor
y otras consecuencias. Cuando en la
norma institucional básica de una Co-
munidad autónoma se hace referencia a
la exclusividad con que se asume una
materia no se pretende acudir a un sis-
tema de competencias separadas. La idea
de exclusividad va referida a la garan-
tía de un ámbito de poder propio, libre
de injerencias externas y protegido a
través del recurso al Tribunal Consti-
tucional. Esta situación se da en todos
los casos en los que la competencia de
la Comunidad autónoma se deduce de
la Constitución y los Estatutos, frente
a aquellos supuestos en los que es la
ley estatal la que delimita el ámbito
competencial del ente autónomo (4). Des-

(4) En los supuestos eü los que el ámbito
material de la potestad de la Comunidad au-
tónoma no está garantizado por la Consti-
tución y el Estatuto, no podrá hablarse de
competencia exclusiva. Así, y frente a los
supuestos del articulo 12 del Estatuto catalán,
pueden señalarse los casos en los que la
potestad legislativa autonómica se reciba por
delegación. Aquí es la ley marco del Estado,
la ley del artículo 150, 1, la aue delimita el
ámbito de poder de la: Comunidad Autónoma,
y esta ley marco se impone, prevalece en todo
caso a la ley autonómica. Lo mismo podría
decirse en relación a otras materias que se
reservan en los Estatutos condicionadas a lo
que disponga una ley estatal, ley del Parla-
mento central que no debe limitarse a seña-
lar el marco general, lo que significa que no
existe ningún ámbito exclusivo reservado a la
Comunidad Autónoma y sí. tan sólo, el reco-
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de esta perspectiva, la Comunidad autó-
noma posee competencias exclusivas en
materia económica, lo que no es, por
otro lado, opuesto a la unidad de direc-
ción estatal, ya que el Estado establece
la; directrices generales. Igualmente,
puede decirse que exclusividad y com-
partición de competencias son conceptos
que no se oponen (5).

5. El otro argumento que llevaba a
los autores a criticar la referencia a la
existencia de competencias exclusivas de
las Comunidades autónomas es el rela-
tivo a la no áplicabilidad del principio
de prevalencia del derecho estatal. Real-
mente este es un tema delicado, y quizá
al utilizar una u otra terminología (com-
petencia exclusiva, compartida o concu-
rrente) no se reparó en las consecuen-
cias que ello comportaba (6) y sólo se

nocimiento de una potestad legislativa sobre
la materia. Sobre este punto., vid. FERRET, J.,
Lo consagrado de competencies exclusives
per VEstatut de Catalunya. Texto mecano-
grafiado.

(5) Sobre el tema vid. SALAS, J., «El tema
de las competencias., en la obra colectiva
Descentralización administrativa y organiza-
ción política, Madrid, 1973, t. II, 304-314;
igualmente, del mismo autor. Los poderes
normativos de la Ceneralitat de Cataluña,
•REVL» 205, 1980, y TORNOS MAS, J., Las com-
petencias de la Ceneralitat en el Estatuto de
Cataluña, «REVL», 205, 1980, 61-88.

(6) Asi, y tomando como ejemplo e! Esta-
tuto de Cataluña, la referencia a la exis-
tencia de competencias exclusivas se utiliza,
además de para reservar un ámbito material
propio, para indicar el grado de poder que
sobre el mismo se ejercerá (art. 25, 2), para
señalar la preferencia del derecho catalán
(art. 26, 1), para delimitar el ámbito material
de posibles convenios (art. 27, 1) y para es-
tablecer la repartición de competencias en
los asuntos a conocer por el Tribunal Supe-
rior de Justicia en el ámbito contencioso-
administrativo [art. 20, 1, c)]. En relación con
este último punto, la exclusividad podría en-
tenderse aquí como la exigencia de que toda
la materia se regule por ley autonómica, es
decir, excluyendo la compartición; se trata-
ría de competencias exclusivas strictu sensu.
El tema ya se planteó con el Estatuto de 1932,
según ha puesto de relieve en un interesante
trabajo MUJAN, A., Precisió entorn la com-
petencia material del órgans iurisdiccionals
a Catalunya en l'ordre contencioso-adminis-
tratiu, comunicación presentada en las «Pri-
meras jornadas sobre el Estatuto de Catalu-
ña», Barcelona, abril 1980. Pues bien, en el
trabajo citado, tras poner de relieve la iden-
tidad de la regulación positiva del tema en
1932 y 1979, se recogen diversos casos en los
que el Ministerio Fiscal planteó cuestiones
de competencia ante el Tribunal de Cassació
de Cataluña, alegando la no exclusividad de
la potestad normativa de la Generalitat y,
por tanto, la falta de competencia de aquel
Tribunal, al tratarse de competencias com-

pensó en garantizar una esfera de poder
independiente, de forma que únicamen-
te se habló de competencias exclusivas.
La realidad es que los ámbitos materia-
les de la potestad legislativa estatal y
da las Comunidades no están, ni pueden
estar, claramente delimitados a priori.

La solución prevista por la Constitu-
ción, y aquí se pone de relieve el senti-
do que tiene hablar de competencias
exclusivas como directamente deduci-
bles de aquélla, es la remisión del con-
flicto al Tribunal Constitucional. É?te
órgano delimita las potestades de acuer-
do con la Constitución y los Estatu-
tos (7), y al actuar de este modo garan-
tiza un ámbito de poder a la Comunidad
autónoma, cuya ley no se ordena jerár-
quicamente con la estatal. Pero si esta
es la respuesta definitiva, la que resol-
verá el conflicto en última instancia,
existe un problema temporal no resuel-
to: ¿qué derecho prevalece iuris tán-
tum? Es este problema el que lleva a los
autores a criticar la referencia a la
existencia de competencias exclusivas,
pues la mención de este tipo de compe-"
tencias en las Comunidades autónomas
convierte a la legislación de estas últi-

partidas. No obstante, en todos los supuestos
en los que el conflicto se planteó en estos
términos sé resolvió a favor del Tribunal de
Cassació, interpretándose la referencia a com-
petencias exclusivas en sentido amplio, es
decir, compatible con la idea de competencia
compartida, de forma que ambos conceptos,
de hecho, se identificaban.

(7) Así, el artículo 28, 1, de la Ley Orgá-
nica del Tribunal Constitucional establece que
• para apreciar la conformidad o disconfor-
midad con la Constitución de una ley. dis-
posición o acto con fuerza de Ley del Estado
o de las Comunidades Autónomas, el Tri-
bunal considerará, ademas de los preceptos
constitucionales, las Leyes que dentro del
marco constitucional, se hubieran dictado para
delimitar las competencias del Estado y las
diferentes Comunidades Autónomas o para
regular o armonizar el ejercicio de las com-
petencias de éstas... Pues bien, en el caso
de competencias compartidas, la norma que
delimita las competencias del Estado y las
diferentes Comunidades autónomas es el Es-
tatuto de cada Comunidad, al que deberá
recurrirse como parámetro de la constitucio-
nalidad para enjuiciar las leyes que inciden
en materias compartidas. Por esta misma ra-
zón no parece admisible la solución dada al
problema en el Proyecto de Estatuto Gallego,
pues su disposición transitoria tercera altera
el esquema constitucional al atribuir a una
Ley Orgánica la delimitación de las compe-
tencias compartidas.
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mas en prevalente sobre la estatal, al
hacer inaplicable el artículo 149,3 de la
Constitución (8). No obstante no deben
olvidarse las técnicas que están en ma-
nos estatales para evitar esta prevalen-
cia del derecho autonómico, en especial
a través del recurso ante el Tribunal
Constitucional, lo que supone suspender
la ley de la Comunidad autónoma y apli-
car supletoriamente, entonces, el dere-
cho estatal (9).

En definitiva, lo que ocurre es que al
hablar de competencias exclusivas nos
podemos referir a una pluralidad de rea-
lidades jurídicas diversas. En todo caso,
no obstante, las competencias de las
Comunidades autónomas en materia
económica podrán calificarse como tales
si no se las identifica con competencias
separadas. Esta definición, además, re-
forzará la. garantía de la potestad legis-
lativa autonómica, al obligar a acudir,
en caso de conflicto con la ley marco
estatal, al Tribunal Constitucional. El
problema temporal de aplicación inme-
diata de una u otra norma podrá resol-
verse, a su vez, a través de los articu-
lo.í 149,3 de la Constitución y 181,2 de
la Ley Orgánica del Tribunal Constitu-
cional. A partir de estos criterios la uni-
dad de dirección de la política econó-
mica y la defensa de la unidad del
mercado nacional quedan igualmente a
salvo, sin mencionar, por otra parte, el
conjunto de técnicas jurídicas que al

(8K Como precepto concordante, vid. en el
Estatuto de Cataluña el artículo 26. 1, en el
Que se establece que -en materia de compe-
tencia exclusiva de la Generalitat. el Derecho
catalán es el aplicable en su territorio con
preferencia a cualquier otro». Sobre este mis-
mo punto T. R. FERNÁNDEZ, Sistema de distri-
bución de competencias entre el Estado y las
Comunidades Autónomas, «REVI.» núm. 201,
1979. 9-37. se pronunció por una. solución in-
termedia, haciendo valer la prevalencia esta-
tal sólo en última instancia; «el principio de
prevalenciu del derecho estatal» dice el citado
profesor, «no puede operar en primer resor-
te, porque ello equivaldría, ni mas ni menos.
a. liquidar el concepto mismo de competencia
compartida y a dejar en manos del Estado
exclusivamente la decisión sobre todas las
materias enumeradas. Sólo después de agota-
das las posibilidades interpretativas inheren-
tes a los criterios de articulación en cada
caso establecidos por el artículo 149, 1, y 2,
y normas concordantes, será. pues, licito acu-
dir como última ratio al principio de preva-
lencia que consagra el articulo 149, 3».

19) Vid. MUÑOZ MACHADO, op. cit., p. 89.

margen del reparto competencial pone
la Constitución en manos del Estado
para proteger este criterio unitario (10).

6. Pero en el libro comentado laten
más preocupaciones que ponen de relie-
ve la profundidad de las reflexiones de
sus autores, así como la complejidad del
tema estudiado. En este sentido pienso
que cabe afirmar que la articulación
Estado-Comunidades autónomas no pue-
de plantearse desde esquemas apriorís-
ticos y abstractos, aplicables luego por
igual a todo tipo de materias, pues el
contenido de la materia influye en los
problemas y, por tanto, en las respues-
tas jurídicas.

Así, en el caso de competencias en
materia económica, el reparto compe-
tencial precisa contemplarse también
desde una perspectiva dinámica. La uni-
dad de dirección, la coordinación, la
fijación de principios, son potestades
reservadas al Estado. Y éstas no pueden
ejercitarse a través de una ley, ya que
precisan un desarrollo continuo en el
tiempo. Dirigir y coordinar significa im-
poner criterios, establecer directrices
según la marcha coyuntural. ¿Y cómo
se articula jurídicamente este poder,
junto a un sistema de competencias
compartidas? De nuevo la aportación que
hace en su trabajo MUÑOZ MACHADO está
llena de interés (11). Aquí nos movemos
y:i en el terreno de la actividad admi-
nistrativa, y en la necesaria reflexión
sobre la posibilidad o no de admitir el
poder estatal para dictar instrucciones
que deban ser necesariamente observa-
das por las Comunidades autónomas. La

(10) Entre éstas, y con carácter primordial,
el artículo 150, 3. de la Constitución que
permite al poder central dictar leyes de ar-
monización «aun en el caso de materias atri-
buidas a la competencia de las Comunidades
autónomas». Como principios directamente de:
ducibles de la Constitución, hay que tener
presentes los límites generales que se impo-
nen a toda potestad legislativa, y que afectan
sustancialmente a la legislación autonómica.
Estos límites son generales y no precisan con-
tenerse en ley marco estatal alguna; ya no
se t ra ta de materias excluidas a la potestad
legislativa de la Comunidad Autónoma,, sino
de principios que en todo caso deberán res-
petarse por éstas (asi, por ejemplo, los con-
tenidos o sancionados en los artículos 138 y
139 de la Constitución).

(11) MUÑOZ MACHADO, p. 363 del libro recen-
sionado.
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referencia que se hace en el libro a
casos concretos que puedan plantearse,
así como la remisión a una interpreta-
ción de otros preceptos constitucionales
con incidencia directa en este tema, en
especial el articulo 155 del mismo, son
datos a tener muy presentes.

Igualmente, y dentro de este condi-
cionamiento que la materia impone a la
articulación de competencias exclusivas,
es especialmente ilustrativa la referen-
cia al problema de la planificación, inti-
mamente ligado a las materias econó-
micas y al problema que acaba de
plantearse. Aquí la cita de FORSTHOFF es
obligada: «la concordancia o la contra-
dicción de dos normas légalos puede
comprobarse mediante la exégesis. La
colisión de planes, sin embargo, es de
otro tipo; no es asequible a los medios
exegéticos. La colisión de un plan con
otro sólo puede constatarse en el estado
de la ejecución. Mientras que en el ca-
so de la colisión de normas sólo cabe
la alternativa de negar la colisión o de
afirmarla (con la subsiguiente ineficacia
de la norma de rango inferior), las cosas
son muy distintas en el caso de la coli-
sión de planes. Aqui, por el contrario,
existen distintas posibilidades; así, se
puede afirmar que el Plan, en éste o en
aquel punto determinado,, es incompati-
ble, o difícilmente compatible, con el
plan de rango superior o que es posible
y deseable una mejor coordinación» (12).
Fallan, pues, los conceptos y métodos
deductivos tradicionales, y hay que plan-
tearse la necesidad de encontrar otros
sistemas alternativos.

7. Estas y otras muchas cuestiones
podrían haberse abordado en esta ya
extensa recensión, sugeridas por un libro
lleno de interés, que plantea problemas
y da respuestas concretas. Algunas po-
drán ser más o menos discutidas, pero
lo que sí es cierto es que el libro, cuyo
rico contenido desborda los aspectos
aquí comentados, constituye una muy
importante aportación al debate sobre

(12) FORSTHOFF, Sobre medios y métodos de
la planificación moderna, en el libro colecti-
vo Planificación, t. I, Madrid, 1974, p. 88, ci-
tado por MUÑOZ MACHADO en la obra recensio-
nada, p. 355.

la reestructuración del Estado español,
al examinar con seriedad y precisión un
aspecto concreto, y crucial, en este pro-
ceso de reforma. Si este debate está
abierto, y constituye la tarea principal
de nuestro tiempo, el libro comentado
deberá tenerse muy en cuenta. Y es que
la seriedad y profundidad del tratamien-
to dado a tan compleja materia, como
Ic prueban, por ejemplo, las cuidadas
aportaciones relativas al derecho com-
parado, así como las reflexiones a que
inducen los planteamientos' dogmáticos
realizados a lo largo de todo el libro,
en especial los contenidos en el trabajo
de MUÑOZ MACHADO, hacen de esta obra
una pieza de singular importancia en
e! proceso, tan sólo iniciado, de la re-
forma de nuestro Estado.

Joaquín TORNOS MAS

HERNANDO DELGADO, J.: Nuevo Estatuto de
la Banca extranjera en los Estados Uni-
dos (referencia al sistema español so-
bre banca extranjera). Anales del Cole-
gio Universitario de Estudios Financie-
ros (CUNEF), curso 1978/80, Madrid.

HERNANDO, uno de nuestros más carac-
terizados especialistas de Derecho Ad-
ministrativo Económico, dedica este tra-
bajo a un tema de sumo interés en estos
momentos en que se discute la implan-
tación de la Banca extranjera en Es-
paña. De ahi la importancia de conocer
la situación del país más industrializa-
do del mundo, los Estados Unidos. El
autor no se ha limitado a estudiar el
régimen jurídico americano, que exami-
na con atención, sino que lo aprovecha
para hacer una referencia al sistema
español, que resulta muy aleccionadora
y que habrá de tenerse en cuenta. Estos
aspectos de completa y rabiosa actuali-
dad, no son abordados por nuestra doc-
trina con la frecuencia e intensidad que
serían deseables y por eso hay que des-
tacar esfuerzos como los de HERNANDO,
que procuran atraer al campo dogmáti-
co situaciones poco conocidas, pero de
grandes consecuencias prácticas; en ello
consiste una de las misiones actuales
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de nuestros administrativistas. El traba-
jo comentado es sumamente atractivo
por estas razones, y por la claridad y
rigor sistemático con el que se expone
ha de ser de obligada consulta. En la
primera parte del mismo se repasan las
fases de elaboración de la Internacional
Banking Act, de 17 de septiembre de
1978; la segunda parte señala las carac-
terísticas del sistema bancario america-
no y finaliza con la revisión del prin-
cipio de reciprocidad y la implantación
bancaria en el extranjero.

La Ley de 17 de septiembre de 1978
regula a nivel federal el estatuto de la
Banca extranjera en los Estados Unidos.
Ha tenido que ser ordenado el fenómeno
a la vista de la gran expansión de ban-
cos de otras nacionalidades que operan
en el país.

Resaltan de sus antecedentes legislati-
vos dos directrices que han de ser des-
tacadas: las luchas entre las tendencias
nacionalista o restrictiva y la liberal,
que favorece la introducción de la Ban-
ca extranjera, para fomentar la compe-
tencia bancaria con los bancos naciona-
les Otra nota significativa es la gran
labor informativa que ha realizado el
Congreso americano para preparar la
ley, procurando recoger las impresiones
de todos los grupos interesados, tanto
de la Banca nacional como la extranje-
ra, respetando derechos adquiridos.

El sistema americano se caracteriza
por unas notas muy peculiares, que han
do conocerse de modo previo: la legis-
lación bancaria se compone de leyes fe-
derales y leyes de los Estados de la
Unión o leyes regionales, en terminolo-
gía española o continental. Existe un
Banco Central, que controla a los bancos
de la Reserva Federal (FED). Los bancos
privados pueden optar entre sujetarse
a la jurisdicción federal o funcionar co-
mo bancos de los Estados, pero en este
último caso, también se les permite que
puedan ser miembros de la FED. La
Banca extranjera podía, teóricamente,
tener las mismas oportunidades, pero en
realidad no alcanzaba la clasificación
de Banco nacional o federal, porque se
exigía para ello por la ley que sus di-

rectivos gozasen de la nacionalidad ame-
ricana. Pero como contrapartida, no les
afectaban las mayores restricciones de
la legislación de los bancos nacionales,
particularmente la prohibición de reali-
zar operaciones en más de un Estado.
La aprobación de la Ley de 1978 ha va-
riado la situación, corrigiendo estos
defectos y asimilando los bancos extran-
jeros a los nacionales a casi todos los
efectos, entre ellos a permitirles ser
miembros de la FED. Para ello hay que
precisar, como lo hace HERNANDO, la es-
tructura operativa de la Banca america-
na, en la que se distinguen varias fór-
mulas de actuación: la Holding banca-
ria, la filial extranjera, las compañías
subsidiarias, las agencias, las sucursa-
les, las sociedades de financiación, las
oficinas de representación, y fuera del
sector comercial los establecimientos de
ahorro. La nueva regulación se basa en
que se pueden establecer agencias o su-
cursales federales por bancos extranje-
ros, si ello no está prohibido por las
leyes del Estado, solicitando autoriza-
ción y sometiéndose al mismo régimen
que la Banca americana.

El Decreto 2246/74, de 9 de agosto, que
recoge el sistema español, sólo distingue
entre bancos filiales, sucursales de ban-
cos extranjeros y oficinas de representa-
ción que han dé obtener autorización
de! Consejo de Ministros, previo informe
de1. Banco de España y del Consejo Su-
perior Bancario. Su número es cerrado,
salvo para las oficinas de representación.

Una de las notas del sistema america-
no es que los bancos tienen limitada le-
galmente su actuación al territorio de
un Estado (Inter-State-Banking). La Ban-
ca Extranjera no sufría esta restricción
y por ello la ley actual impide que pue-
dan tener sucursales estatales o federa-
les más que en un Estado, aunque se
respetan derechos adquiridos. En Espa-
ña el Decreto 2245/74 de 9 de agosto y la
Orden de 20 de septiembre de 1974, exi-
gen para instalar oficinas de bancos es-
pañoles en el extranjero, la autorización
administrativa y el sometimiento a la
legislación sobre inversiones españolas
en el extranjero.
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La Ley Federal Americana, circunscri-
be la actividad de los bancos al negocio
bancario, prohibiéndoles que se intere-
sen económicamente en otros campos. La
banca extranjera no tenía esta traba y
la ley de 1978, acaba con tal situación
ventajosa, sujetándolas a las mismas li-
mitaciones que los bancos americanos.
En España la legislación ha variado, pa-
sando de un teórico sistema de banca
mixta, que era el tradicional, a otro de
banca especializada de bancos comercia-
les e industriales, para retornar a la
antigua tendencia. El análisis de HER-
NANDO, sobre estas coyunturas, es la par-
te más importante del trabajo y llega
a la conclusión de que la banca extran-
jera se halla limitada, para impedirle ac-

tuaciones especulativas de cartera, prohi-
biéndole que realice inversiones directas
desde su cartera de valores, que resulta-
rían peligrosas para el Interés Público.

Inicialmente no había en Estados Uni-
dos un seguro de depósitos, lo que dio
lugar a numerosas quiebras de bancos,
hasta que la Ley Banking de 1933 creó
un sistema federal al respecto que hizo
desaparecer las quiebras y que hoy se
impone igualmente a la banca extran-
jera. En España el Decreto 3048/77, de 11
de noviembre, crea el Fondo de Garantía
de Depósitos, gestionado por el Banco
de España en el que han de integrarse
los bancos inscritos'en el Registro Ofi-
cial de Banca. Los gastos atendidos por
fl Fondo deben reponerse por los ban-
cos hasta restablecer el importe inicial
de cada uno. El incumplimiento de estas
obligaciones supone la exclusión del Fon-
do y las menores oportunidades de ac-
tuación que comporta.

El Control administrativo sobre la ac-
tividad bancaria se realiza en Estados
Unidos en tres niveles: los poderes del
FED, el control sobre la competencia y
sobre los depósitos. En España la in-
tervención se inicia, como consecuencia
de la crisis de 1929 y las encomiendan
las Leyes de Ordenación Bancaria al
Banco de España, independizando su ac-
tuación del Ministerio de Hacienda.

Por último en cuanto a la expansión
bancaria en el extranjero, el principio

general americano es el de igualdad de
trato, corregido por ciertas tendencias
pov el principio de reciprocidad. En Es-
paña el principio de reciprocidad ha ve-
nido funcionando de manera intermiten-
te. La solución Legal del Código de Co-
mercio y de la Ley de Ordenación Banca-
ria es la de igualdad, pero condicionada
al principio de reciprocidad y a la exi-
gencia de mayores garantías por leyes
especiales. Por ello son muy pocos los
bancos extranjeros implantados. El De-
creto 1388/78, de 23 de junio, establece
una línea más tolerante.

Adolfo CARRETERO PÉREZ
Magistrado del Tribunal

Supremo

LÓPEZ RODÓ, L.: LOS autonomías. Encru-
cijada de España. Ed. Aguilar, Ma-
drid, 1980, .1." ed., 477 pp.

1. Entre la ya numerosa bibliografía
quo el tema del «Estado de las Autono-
mías» está produciendo a raíz de la
promulgación de la nueva Constitución
española, aparece ahora el libro del pro-
fesor LÓPEZ RODÓ, Las autonomías. En-
crucijada de España.

Como ocurre con buena parte de los
temas constitucionales, el comentarista
puedo adoptar una doble óptica al rea-
lizar su trabajo-, la política o la jurídi-
ca, siendo más frecuente, por razones
obvias, la primera. En el caso del profe-
sor LÓPEZ RODÓ, se advierte de entrada
una equilibrada combinación de ambas
metodologías; lo cual no debe extrañar,
tratándose de un profesor de Derecho
administrativo que tiene tras sí una di-
latada historia como político. Si esto
conduce en algunas ocasiones a que,
tras una objeción basada en razones téc-
nicas, se esté descubriendo un plantea-
miento político, ello no debe sorpren-
dernos. Más aún, lo sorprendente—y
casi podría decirse que lo inédito— en
materia de comentarios constitucionales
es cabalmente lo contrario.

Desde el punto de vista de su conte-
nido, el libro se divide en dos partes
perfectamente diferenciadas. En la pri-
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mera se recoge a lo largo de ocho bre-
ves pero enjundiosos capítulos la postu-
ra crítica del autor frente a la temática
constitucional de las autonomías. Como
él mismo nos advierte, el trabajo es una
ampliación o prolongación de las dos
disertaciones que sobre el tema pronun-
ció en la Real Academia de Ciencias Mo-
rales y. Políticas los días 12 y 19 de fe-
brero de 1980.

La segunda parte, en cambio, es más
heterogénea. Está constituida por una
serie de anexos que incluyen, desde cin-
co artículos del propio profesor LÓPEZ
RODÓ en «La Vanguardia* de Barcelona,
hasta textos legales vigentes o retrospec-
tivos e incluso los mapas históricos de la
división territorial de España desde los
tiempos romanos.

2. El capitulo primero contiene un
breve pero jugoso recordatorio de los an-
tecedentes del tema en nuestro país: fo-
ralismo, federalismo y regionalismo se
bosquejan en sus grandes líneas situán-
donos en la perspectiva histórica del
tema. Tras esta breve reseña en la que
las citas elegidas nos ponen ya sobre la
pista de la propia postura personal del
autor, se pasa a examinar en un segun-
do capítulo el momento actual de las
autonomías. Creo personalmente que el
planteamiento inicial es el adecuado:
«ante la realidad del problema autonómi-
co —nos dice el autor— que resultaba
acuciante en Cataluña y en el País Vas-
co, en vez de circunscribirlo a estas dos
regiones, se optó por generalizarlo, y
así se dictaron 13 Reales Decretos-leyes
concediendo un régimen preautonómico
a otras tantas regiones españolas».

En efecto, este fue el gran dilema po-
lítico con el que se enfrentaban nuestros
políticos en la etapa inicial de la tran-
sición. Una mente pragmática posible-
mente hubiese afrontado el tema en su
forma más elemental ícomo lo hicieron,
por lo demás, los ingleses, con Escocia
y Gales): si España se enfrenta con un
problema real que afecta a Cataluña y
al País Vasco, y podríamos añadir a
Galicia, lo que procede es enfrentarse
con la solución concreta que requiere
el estatuto especial de esas regiones o

«nacionalidades». Una mentalidad ma-
quiavélica podría haber pensado en el
«Estado de las Autonomías» como una
forma de (por el procedimiento de echar
agua al vino) acabar con cualquier au-
tonomía.' En fin, una mentalidad uni-
formista habría pensado que si hay au-
tonomía para unos, tiene que haberla
para todos. Teniendo en cuenta nuestro
tradicional modo de actuar en materia
d>* organización del Estado, no resulta
descabellado pensar que aquí está una
de las razones de la solución constitu-
cional.

Hechas estas consideraciones, la pre-
gunta que se formula el autor resulta
sumamente oportuna: «cabe preguntar-
se si la táctica de generalizar el proble-
ma autonómico ha sido acertada. La po-
lítica es el arte de resolver un problema
sin crear otros mayores. Quizá la prc
cipitada concesión de regímenes preau-
tonómicos ha venido a crear problemas
donde no los había y a reactivar y exa-
cervar los que estaban amortiguados. Si
lo que se pretendía era diluir el proble"
ma vasco y el catalán para que perdie-
ran virulencia, lo que en la práctica se
ha conseguido ha sido más bien exten-
der al resto de España la fiebre auto-
nomista» .

En el capítulo tercero se trata —bajo
una rúbrica cuya deliberada intención
parece ser la de juridizar el tema— «de
los sujetos del derecho a la autonomía».
El examen de los preceptos constitucio-
nales conduce al autor a la afirmación
de que frente a lo que pudiese deducir-
se del artículo 143, son en total seis los
sujetos que pueden ejercer el derecho a
la autonomía. Pues a los previstos en
dicho articulo hay que añadir los terri-
torios cuyo ámbito no supere el de una
provincia (y carezcan de entidad regio-
nal histórica), los territorios que no es-
tén integrados en la organización pro-
vincial y el caso especial de Ceuta y
Melilla. El capítulo acaba con una con-
sideración sobre la naturaleza jurídica
de las Comunidades Autónomas a las
que niega—y esto es por lo demás ob-
vio— el carácter de órganos estatales,
aunque constituye uno de los cuatro
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niveles de la Administración territorial
que consagra la Constitución.

En el capítulo cuarto se examinan los
procedimientos para acceder a la auto-
nomía. También aquí el autor nos ilus-
tra acerca de que, junto a los dos pro-
cedimientos (los de los artículos 143
y 151) de que tópicamente se nos suele
hablar, la Constitución regula nada me-
nos que doce procedimientos para con-
seguir la autonomía. Estos doce procedi-
mientos son examinados sucesivamente
en su detalle y resultan especialmente
sugerentes las consideraciones que se
hacen en relación con el procedimiento
aplicable a Navarra y a Madrid, en
cuanto capital de España. En relación
concretamente con Navarra se plantea
el tema de que si llegara a constituirse
en Comunidad Autónoma perdería su vi-
gencia la disposición transitoria cuarta
«por entrar en juego el artículo 145 de
la Constitución que prohibe la Federa-
ción de Comunidades autónomas». El
autor se inclina por la prevalencia de
la disposición transitoria cuarta en cuan-
ta norma especial, e incluso admite «que
la incorporación de Navarra al País Vas-
co no sería propiamente un caso de fe-
deración de Comunidades autónomas,
sino un caso sui géneris de incorpora-
ción pura y simple».

Por lo que se refiere al caso de Ma-
drid, al no hablarse expresamente del
tema en la Constitución, el autor juega
coc las distintas hipótesis de la consi-
deración de Madrid en cuanto provin-
cia y con la consiguiente posibilidad de
que se incorporase o no a la región cas-
tellano-manchega. Como una de las so-
luciones podría ser el «Estatuto de ca-
pitalidad para la Villa de Madrid y su
área metropolitana- nos tropezaríamos
entonces con la laguna legal del proce-
dimiento que habría de emplearse.

El capitulo que se comenta termina
con unas consideraciones acerca del ca-
rácter irreversible del régimen autonó-
mico, que se deduce de nuestra actual
Constitución por contraste con lo que
se afirmaba en el artículo 22 de la Cons-
titución republicana.

El capítulo quinto se refiere al conte-

nido de las autonomías y ciertamente
que el juego de los artículos 148 y 149
proporciona material suficiente para que
se pongan de relieve los equívocos en
que han incurrido los redactores de la
Constitución. Por otra parte, al haberse
consagrado la técnica de la definición
de competencias «por vía negativa» se
abre todo un horizonte de perplejida-
des. El autor lo demuestra poniendo el
siguiente ejemplo-, qué hubiese ocurrido
en materia de televisión o de energía
nuclear de seguir vigente la Constitución
republicana de 1931, fecha en que nin-
guna de estas materias tenían realidad
práctica. Especial importancia tiene el
examen de la potestad legislativa de las
Comunidades autónomas. Siendo ésta
una de las materias sobre las que ya se
ha pronunciado reiteradamente la doc-
trina jurídica española, conviene adver-
tir que para el autor queda claro que tal
potestad legislativa existe, y que, por
ende, las Asambleas legislativas de las
Comunidades autónomas pueden dictar
disposiciones normativas con fuerza de
Ley. Y conviene advertir que es éste uno
de los pasajes del libro en que el jurista
manifiesta su independencia de criterio
al margen de sus preferencias persona-
les. Pues por lo que se refiere a estas úl-
timas se nos aclara debidamente en un
capítulo posterior: «... Hemos de llamar
la atención sobre sus consecuencias ju-
rídicas (del otorgamiento de la potestad
legislativa) que llevarán inevitablemen-
te al fraccionamiento y a la diversifi-
cación del ordenamiento jurídico espa-
ñol, dando lugar a ordenamientos pecu-
liares de cada Comunidad Autónoma,
en casi todas las ramas del Derecho».
«Cuando el signo de los tiempos en el
mundo del Derecho camina hacia una
progresiva homogeneidad, en España, el
otorgamiento de potestad legislativa a
las Comunidades Autónomas inicia un
proceso contrario hacia la heterogenei-
dad y la diferenciación».

En fin, termina el capítulo recordando
una acertada cita de FERNÁNDEZ ORDÓÑEZ:
«Comienza así en un país como España,
donde rige la antigua frase castellana
de que nadie es más que nadie, la lucha
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por alcanzar los techos máximos permi-
tidos por la Constitución, desde luego
en el mismo plano que en el Estatuto
catalán o vasco».

El capítulo sexto se dedica al control
dei ejercicio de las autonomías. El au-
tor nos advierte que estas formas no
son tan sólo las cuatro que se enumeran
en el artículo 153, sino que son 12 en to-
tal, como se desprende de la exégesis del
resto de los preceptos constitucionales.

En el capítulo séptimo se plantea el
interesante problema jurídico del valor
formal de los Estatutos. Por supuesto se
trata de ¡eyes orgánicas, pero ¿son igua-
les a ellas o constituyen una categoría
especial dentro de las mismas? La dife-
rencia se encuentra en la exigencia de
referéndum (art. 152, 2) para la modifi-
cación de los Estatutos, lo quo conduce
a la conclusión de que «una simple ley
orgánica no puede modificar un Estatuto
de Autonomía aprobado por la vía del
articulo 151».

Por último, el capítulo octavo se de-
dica a la necesidad de revisar el proceso
autonómico. Aquí confluyen las postu-
ras críticas del autor que se han formu-
lado, tanto desde el punto de vista ju-
rídico, como desde el punto de vista
político (pues a pesar de las repetidas
afirmaciones que nos hace, hay que re-
conocer que tal punto de vista político
aflora reiteradamente en las páginas que
se comentan). Precisamente por eso se
muestra decidido partidario de la refor-
ma constitucional en esta materia. Obs-
táculos jurídicos no los hay insuperables,
ya que, según nos dice «no se ha caído
en la cuenta de que el artículo 168 (que
es el que pretende constituir un valladar
frente a ciertas modificaciones sustan-
ciales) puede ser modificado o incluso
derogado por la vía fácil del artículo 167
sin necesidad del trámite oneroso ds la
autodisolución de las Cortés, ni de la
aprobación del nuevo texto constitucio-
nal por mayoría de dos tercios de am-
bas Cámaras, ni la ulterior ratificación
mediante referéndum».

3. La simple lectura del resumen que
acabamos de hacer nos confirma la opor-
tuna actualidad de la obra que se co-

menta. El tema de las autonomías cons-
tituye literalmente hablando —como en
el título se sugiere— la encrucijada de
España. Hace falta por consiguiente vol-
ver sobre él cuantas veces sea preciso y,
en tal sentido, las consideraciones que el
autor hace son ponderadas y reflejan
una visión realista del tema: se trata
de un problema real que hay que resol-
ver con conciencia clara de los riesgos
que entraña.

En cuanto a los apéndices que consti-
tuyen la segunda parte de la obra, re-
sultan de especial interés a nuestro jui-
cio los mapas que reflejan las diferen-
tes divisiones territoriales de España
desde la época romana.

Fernando GARRIDO FALLA
Catedrático de Derecho

Administrativo

PALAO TABOADA, Carlos: Ordenanza Tribu-
taria Alemana. (Traducción y notas.)
Instituto de Estudios Fiscales, Ma-
drid, 1980.

La traducción de la Ordenanza Tribu-
taria Alemana (Ley de 27 de noviembre
de 1975 que reformó la Ordenanza do 13
dt- diciembre de 1919, entrando en vigor
el l de enero de 1977) realizada por el
profesor Carlos PALAO TABOADA y publica-
da por el Instituto de Estudios Fiscales,
debe ser resaltada como una aportación
muy importante a la formación del vo-
cabulario de conceptos jurídicos «espa-
ñol-alemán». Cada uno de los preceptos
d<? esta Ordenanza ha sido traducido con
«1 máximo cuidado buscando los térmi-
nos jurídicos españoles más ajustados al
significado que el término alemán tie-
ne en la ordenanza, lo que en ocasio-
nes ha obligado al traductor a apartar-
se de las equivalencias usuales.

Más de doscientas notas a pie de pá-
gina dan cuenta de los términos cuya
traducción ofrecía alguna dificultad y
del criterio seguido por PALAO para su-
perarla. Al final, el índice alfabético de
términos comentados (con remisión a las
notas correspondientes) ofrece un elenco
de voces de traducción difícil o peculiar
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de enorme utilidad para quien se intere-
sa por la doctrina jurídica alemana.

Esta es, pues, una traducción excelen-
té, impecablemente presentada y con-
cienzudamente pensada, palabra por pa-
labra. Quizá algún lector disienta o se
sorprenda de la traducción dada por el
profesor Carlos PALAO a algún término
que, en otros contextos, puede recibir
una traducción diferente, pero en todo
caso encontrará una explicación de las
razones jurídicas por las que el traduc-
tor ha preferido su traducción en este
caso concreto; razones que en muchos
supuestos contienen una sintética expo-
sición de cuestiones de derecho compa-
rado «español-alemán» (por ejemplo, las
traducciones de «impuesto» (p. 57), «fun-
cionario» (p. 60), «corporaciones, unio-
nes y masas patrimoniales» (p. 61), «pro-
cedimiento penal» (p. 70), «obligación
tributaria» y «obligado tributario» (p. 73
y 74), «reducción del impuesto por ne-
gligencia grave» (p. 89), «autoliquida-
ción» (p. 132), «período de vigencia de
la liquidación principal» (p. 141), «acta
de determinación de fundamentos de la
imposición» (p. 144), «fundamentos de la
imposición» (p. 160), «deuda inmobilia-
ria» (p. 181), «liquidación» (p. 191), et-
cétera. Por ello, la traducción de Carlos
PALAO, además de facilitar el conocimien-
to de un texto alemán básico, enriquece
los fondos de los diccionarios de térmi-
nos jurídicos dando solución a difíciles
problemas que la traducción de textos
jurídicos alemanes suele plantear, sobre
todo, en el ámbito del ordenamiento tri-
butario.

Fernando SAINZ MORENO

PAPIER, Hans-Jürgen: Die Stellung der
Verwaltungsgerichtsbarkeit im demo-
kratischen Rechtsstaat (La posición
de la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa en el Estado de derecho demo-
crático). Ed. do Gruyter, Berlín, 1979,
43.pp.

1. El tema a comentar fue tratado por
PAPIER en una conferencia dictada ante
ln asociación de juristas berlineses el 29
de noviembre de 1978 con ocasión del

sesenta y cinco cumpleaños de Karl Au-
gust BETTEBMANN.

El autor en su discurso hace una crí-
tica de la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa, basándose fundamentalmente
en la arrogación de funciones del juez
(parte III) en detrimento del primero y
segundo poder.

En primer lugar, se ocupa PAPIEH del
surgimiento de la crisis en la jurisdic-
ción contencioso-administrativa (parte I).
Ya en las jornadas de los profesores de
derecho público alemanes de 1975, donde
R. SCHOLZ y E. SCHMIDT-ASSMANN se ocu-
paron del tema de la jurisdicción con-
tenciosa y su relación con la responsa-
bilidad administrativa, se constató una
crisis de esta jurisdicción (VVDStRL 34,
pp. 147 y 148; 222 y 223). PAPIEB. en pri-
mer lugar, considera como aporia la lar-
ga duración de los procesos contencio-
sos (con un promedio de seis años entre
las tres instancias), debido, especialmen-
te, a que el número de éstos ha aumen-
tado entre 1970 y 1975 en un 86 por loo
aproximadamente (p. 9 et sq.). Como
solución, él propugna la limtación de
los procesos contencioso-administrativos
o una sola instancia de hecho (p. 14). En
segundo lugar y estrechamente conecta-
do con el problema de tiempo, plantea
la disfuncionalidad de los órganos jurí-
dico-públicos y estructuras de decisión
(p. 10). Finalmente, la crítica se dirige
contra el exceso de la actividad de con-
trol de los jueces (p. 11). Es reprochado,
crecientemente, a los Tribunales conten-
cioso-administrativos, que usurpan las
funciones políticas del primero y segun-
do poder, con lo que se está establecien-
do en la República federal un gobierno
de jueces. La crítica a la judicatura no
es nueva, pero sí lo es que ésta se con-
centre en la jurisdicción contenciosa.

2. El punto más detalladamente estu-
diado por PAPIER es el aumento de fun-
ciones del tercer poder teniendo como
contrapartida la disminución del prime-
ro y segundo (p. 15 et sq.). Así, cuando-
considera que los jueces tienen una le-
gitima tarea jurisprudencial que cum-
plir, al mismo tiempo establece que la
justicia, especialmente la jurisdicción
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contenciosa, está realizando tareas que
afectan básicamente a nuestra existen-
cia política actual. Especialmente, a tra-
vés del artículo 19, IV Ley Fundamental
al tercer poder le ha sido traspasado
e¡ control de la Administración y Le-
gislación (p. 16). Por otra parte, sin
embargo, según el articulo 97, I, Ley
Fundamental, el juez está sometido a la
ley y, según el artículo 20, III, Ley Fun-
damental, el poder jurisdiccional está
vinculado a la ley y el derecho. La vincu-
lación a la ley del juez es el necesario
correlato de su independencia.

El aumento de funciones de la Admi-
nistración (Administración de presta-
ción), en detrimento, a menudo, de
ámbitos que, anteriormente, se regula-
ban por relaciones juridico-privadas (por
ejemplo, medio ambiente), implica una
expansión de los principios jurídico-ad-
ministrativos en todas las esferas de la
vida qué amenaza con transformar la
posición de la justicia y, especialmente
de la jurisdicción contenciosa, dentro
del actual sistema de división de pode-
res (p. 19 et. sq.). Veamos las causas
de este aumento de procesos ante la
jurisdicción contenciosa y el consiguien-
te exceso de tensión a que se somete al
derecho (Hans HUBER). En primer lugar,
PAPIEH aprecia fallos de naturaleza téc-
nica por parte del legislador. En efecto,
la complejidad de las materias a regu-
lar, las presiones de tiempo en el pro-
cedimiento legislativo, influencias de
distintas asociaciones, compromisos de
último minuto, etc., lleva a que los
objetivos a desarrollar por las propias
leyes sean poco claros, contradictorios
e incompletos, lo cual tiene que sopor-
tarlo el juez y recuperar lo, a veces,
ininteligible, pues él no puede denegar
justicia. En segundo lugar, el legislador
no puede aplicar criterios valorativos re-
conocidos por la sociedad en las esferas
de la moral, convenciones, costumbres
y religión, sencillamente, porque no exis-
te, como en otros tiempos, un sistema
de sanciones con un reconocimiento ge-
neral. Sin embargo, el legislador, aun en
la actualidad, emplea cláusulas genera-
les y conceptos jurídicos indeterminados

con criterios socio-éticos, lo que implica,
que el juez, ante la falta de criterios
valorativos objetivos, se encuentra obli-
gado a aplicar sus propias valoraciones
subjetivas. Esto significa heterogeneidad
e incertidumbre respecto a los criterios
valorativos de las cláusulas generales y
conceptos jurídicos indeterminados, lo
que tiene como consecuencia resolucio-
nes del juez, allí donde, precisamente,
las decisiones del legislador serian ne-
cesarias. En tercer lugar, otro fallo del
legislador moderno se produce en la es-
fera jurídico-normativa de protección del
medio ambiente, donde el juez, una vez
más, se encuentra con conceptos jurídi-
cos indeterminados, como «influencias
nocivas sobre el medio ambiente», «da-
ños y molestias graves-, «situación téc-
nica», etc., que él tiene que asimilar
y resolver. Finalmente, en la esfera de
la planificación urbanística vuelve a
producirse, una vez más, este fenóme-
no. Así, el legislador, en las leyes de
edificación federal y ordenación del es-
pacio, después de esforzarse en deter-
minar con gran perfección los objetivos
de la planificación, de nuevo ignora la
estructura y el modo de funcionar de
sus normas, especialmente en el ámbito
de la función de control del juez.

Aunque en todos los ejemplos aquí
traídos se produce una sustitución del
poder legislativo a través del jurisdic-
cional, PAPIER, sin embargo, no considera
qup esto es el resultado de una arroga-
ción de funciones del juez, sino la con-
secuencia de las aporías de los poderes
qup dictan las leyes y reglamentos. La
constatación de esta tesis la encuentra
el autor de este trabajo en la sentencia
WYHL del Tribunal contencioso de Frei-
burg (NJW 1977, p. 1645), donde se exi-
gía una protección suplementaria para
evitar fisuras en los reactores nuclea-
res. En este caso, el legislador no había
previsto la posibilidad de un peligro
remanente ni fijado las previsiones de
daños ante esa posibilidad (p. 31).

3. Como causas de esta falta de po-
der de resolución del legislador, esta-
blece PAPIER la intensa interdependencia
del legislativo y ejecutivo, y las fórmu-
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la:, dilatorias a las que tiene que acudir
«I legislador en la elaboración de las
leyes, al no contar, frecuentemente, con
una mayoría sólida en el Parlamento
(pp. 32 y 33). Por otra parte, hay, tam-
bién, que tener en cuenta el cambio
de equilibrio que se ha producido en
el esquema de la división de poderes.

PAPIER aboga por métodos de aplicación
racional del derecho (p. 35 et. sq.). El
considera que el aumento de funciones
del tercer poder no se produce, sola-
mente, por las aporías del legislador,
sino que, también, viene originado por
el poder judicial. Esta tendencia no sólo
ha sido desarrollada por la jurisdicción
contenciosa, sino, además, por el Tribu-
nal Constitucional. La causa de esto, se-
gún PAPIER, es la sustitución en la apli-
cación, del derecho de los procedimien-
tos tradicionales lógico-racionales por
principios como «orden valorativo»,
-efecto cambiante del derecho funda-
mental y de su límite», «valoración de
intereses y bienes jurídicos», etc. Como
ejemplo de su tesis aporta tres senten-
cias del Tribunal Consti tucional
(BVerfGE 7, 207 y 208, 30, 173 et. sq. y
30, 367) en las que se produce una modi-
ficación de la reserva de ley de deter-
minados derechos fundamentales a tra-
vés de las resoluciones de los jueces.

PAPIER critica la usurpación do funcio-
nes políticas que el tercer poder lleva
a cabo a través de los procedimientos
de urgencia contencioso-administrativos
a propósito de autorizaciones adminis-
trativas de centrales eléctricas y otros
grandes proyectos, así como en la cons-
trucción de carreteras que afectan al
medio ambiente (p. 38 et. sq.). La juris-
prudencia que sobre el tema se ha des-
arrollado muestra una clara arrogación
do funciones políticas que afecta a las
relaciones entre la Administración y la
jurisdicción contenciosa.

4. A lo largo de este trabajo el autor
ha constatado las difíciles relaciones y
peligros que amenazan al equilibrio en-
tre poderes. Finalmente, advierte de los
riesgos que podría tener, tanto para el
orden básico de la democracia parlamen-
taria como para la racionalidad del de-

recho, esta transferencia de funciones
legislativas al poder judicial (p. 43).

5. Es necesario, a mi entender, hacer
algunas reflexiones sobre la obra de
PAPIEB. La crítica que dirige a la juris-
dicción contenciosa no implica un aflo-
jamiento del control judicial de la Ad-
ministración, reconocido en el artícu-
lo 19, IV, de la Ley Fundamental y
consolidado por la doctrina (1). Lo que
PAPIER cuestiona es la arrogación de fun-
ciones políticas que el tercer poder, en
alguna medida, ha realizado en la Re-
pública federal. En efecto, aunque se
parto do considerar que el juez está
sometido a la ley y el derecho (art. 20,
III, Ley Fundamental), no es posible ocul-
tar que aquél, ae rorma pública y en la
práctica, interpreta la constitución y las
leyes. La cuestión que inmediatamente
se plantea son los criterios conforme a
los cuales interpreta, especialmente,
cuando se trata de conceptos jurídicos
indeterminados o cláusulas generales
donde, precisamente, su sometimiento
es menor (2).

En definitiva, para comprender esta
problemática es necesario partir de que,
en la actualidad, los jueces interpretan
y, por tanto, desarrollan la constitución
y las leyes, lo que implica que la des-
cripción de los jueces de MONTESQUIEU no
Co ya válida. Por otra parte, cuanto más
precisas sean formuladas por el legisla-
dor las leyes, mayor será el control de
los jueces, puesto que, entonces, la es-
fera de juego valorativa de aquéllos será
menor.

La obra de PAPIER, a pesar de su posi-
ble carácter conflictivo, es digna de
atención y es recomendable a aquellos
que se interesan por el ordenamiento
juridico-estatal conectado a las relacio-
nen entre Administración y jurisdicción
contenciosa.

Ricardo GARCÍA MACHO

(1) Para un estudio del control judicial de
la Administración en el derecho alemán, véa-
se SAINZ MORENO. Conceptos jurídicos, inter-
pretación y discrecLonalidad administrativa, en
especial pp. 224 y ss.

(2) Respecto a este punto y en el plano
administrativo, véase SAINZ MORENO, op. cit..
pp. 239 y ss.
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SÁNCHEZ MORÓN, Miguel: La participa-
ción del ciudadano en la Administra-
ción Pública. Centro de Estudios Cons-
titucionales. Madrid, 1980.

Esto libro de Miguel SÁNCHEZ MORÓN es
hoy la aportación más importante de la
literatura jurídica española al tema de
la participación del ciudadano en la Ad-
ministración Pública. Se trata de una
visión critica, en último término, de la
teoría de la participación, basada en un
incisivo análisis de sus presupuestos so-
ciológicos, jurídicos y políticos. El autor
termina su investigación planteándose
«sta pregunta clave: ¿Participación o
transparencia administrativa? Y conclu-
ye: Más que en la idea de la participa-
ción administrativa debería insistirse en
1¿ idea de la transparencia administra-
tiva, idea más fecunda y más fácil de
llevar a la práctica. Abrir la Adminis-
tración al ciudadano por medio de la
información y sin intermediarios puede
ser el primer paso para la reforma im-
prescindible de las instituciones públicas.

¿Cómo llega SÁNCHEZ MORÓN a estas
conclusiones? El proceso del razonamien-
to critico de Miguel SÁNCHEZ MORÓN pue-
de resumirse en los siguientes términos.

II

1. El análisis de la teoría de la parti-
cipación lo inicia SÁNCHEZ MORÓN con el
estudio de las insuficiencias de la teoría
iusadministrativista clásica ante los cam-
bios sociales e institucionales de nuestro
tiempo (cap. 1.°). La construcción clási-
ca del Derecho administrativo liberal
pervive hoy sólo en sus dogmas, no
en sus soluciones prácticas. Pero esa
pervivencia dogmática no resiste la pro-
funda crisis en que la ha situado la rea-
lidad social de nuestro tiempo. Los dog-
mas liberales que hoy se encuentran en
profunda crisis son los siguientes: la
separación entre Estado y sociedad ci-
vil, entre interés público e interés pri-
vado; la pretensión de reducir el inter-
vencionismo a su mínima expresión; la
concepción del Estado como un ente mo-

noclasista; la interpretación de la legi-
timación administrativa como una legi-
timación derivada exclusivamente de la
ejecución de la Ley; el centralismo ad-
ministrativo; la limitación del control
de la actividad de la Administración
como un simple control judicial; la li-
mitación de la actividad participativa
de! ciudadano a los márgenes de su re-
presentación en el Parlamento. Estos
dogmas no resisten el choque de una
realidad social muy distinta de aquélla
en que surgieron. Hoy se ha producido
e! tránsito del «Estado monoclase» al
«Estado pluriclase». La Administración
ha experimentado un crecimiento espec-
tacular; su misión ya no es tanto, dice
SÁNCHEZ MORÓN, ejecutar la Ley como
desempeñar una misión propia, la mi-
sión de garantizar el orden público y
la prestación de determinados servicios.
La Administración, pues, se «autolegiti-
m.t por cuanto que por la fuerza de las
cosas se ha convertido en un elemento
necesario para la sociedad actual sin el
cual ésta no podría subsistir» (p. 28). El
centralismo ha tenido que ceder, tam-
bién por la fuerza de las cosas, a una
decisiva descentralización. El control ju-
dicial ya no es suficiente para dominar
la actividad administrativa dentro del
ordenamiento jurídico. Si el Juez con-
tinúa por la vía actual de profundizar
en la aplicación de los principios gene-
rales, se corre el peligro de que se con-
vierta en un poder copartícipe de la
definición de interés general, por tanto,
en un poder político distinto del que de-
be ejercer por su propia función (p. 43).

2. Ante esta situación, la teoría de
la participación se presenta, en primer
lugar, como una respuesta «socio-políti-
ca» al reto de la nueva realidad social.
SÁNCHEZ MORÓN estudia, por ello, la par-
ticipación administrativa como un pro-
blema socio-político (cap. 2.°). El pro-
blema de la participación, dice, es típico
del capitalismo tardío y refleja la crisis
de las sociedades neocapitalistas avan-
zadas. En estas sociedades, el individuo
se encuentra fuertemente condicionado
por las grandes organizaciones. El hom-
bre actual ve aumentado su «espacio
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vital efectivo», pero disminuido su «es-
pacio vital dominado» (FORSTHOFF), de
manera que lo que más afecta a su exis-
tencia es aquello sobre lo que menos
posibilidades tiene de decidir (p. 63). La
participación aparece, pues, como un
concepto ideológico (p. 64). Originaria-
mente surge como un intento de supe-
rar la degeneración formalista de la de-
mocracia liberal y representativa. No
basta la mera representación parlamen-
taria o la representación en la Adminis-
tración local. Es necesario introducir la
democracia en el seno de la sociedad
del capitalismo monopolista, tanto en la
Administración pública como en la em-
presa (p. 65). Se habla, por ello, de una
•democracia participativa» como supera-
ción de la «democracia representativa».

Pero hoy, la participación ha adqui-
rido un sentido distinto. La participa-
ción se ha generalizado como ideología
y ha sido asumida por el pensamiento
conservador. Esto ha sucedido por lo
siguiente: El intervencionismo del Es-
tado en la vida económica impide que
éste represente el papel de servidor del
interés general, esto es, de arbitro situa-
do por encima de los intereses concretos
de la sociedad. Ha surgido entonces la
necesidad, para la pervivencia del sis-
tema neocapitalista, de una remodela-
ción de la función del Estado que per-
mita sostener ideológicamente la sepa-
ración entre Estado y sociedad. Para
ello, la ideología conservadora ha he-
cho propio el concepto de participación
e intenta presentar las decisiones polí-
ticas como producto de un proceso de
negociación en el que el Estado se si-
túa como mediador neutral y fiel eje-
cutor de un pacto entre iguales. De he-
cho, dice SÁNCHEZ MORÓN, esta versión de
la participación supone una nueva con-
cepción del interés general al que sirve
el Estado, de modo que éste trata de pre-
sentarse como componedor equidistante
de los intereses sociales y trata de ocul-
tar su desigual vinculación con los mis-
mos (p. 66).

Por tanto, asumida por dos ideologías
contrapuestas, la noción política y ju-
rídica de participación e incluso la rea-

lidad participativa misma, dice SÁNCHEZ
MORÓN, ofrece aspectos contradictorios:

— La concepción tecnocrática de la
participación implica un doble discur-
so teórico (p. 67). Desde el punto de vis-
ta «técnico», es una respuesta a las
necesidades prácticas de la dominación
política. Potencia la recepción de in-
formación sin sustituir el esquema de
dominación burocrática, sino perfeccio-
nándolo. Desde el punto de vista «ideo-
lógico», se pretende fortalecer la legi-
timación de las distintas formas de
dominación, acercando la toma de deci-
siones a los interesados, lo que implica
la devolución a la sociedad de parte de
sus responsabilidades (p. 69). Se ha ha-
blado por ello, de «participación como
devolución». Sin embargo, la realidad
muestra que los supuestos existentes de
la participación responden, exclusiva-
mente, a las exigencias de la tecnocra-
cia y sirven fundamentalmente para ad-
quirir información así como para pre-
venir y evitar conflictos sociales.

— La participación como alternativa
petitica se presenta como un modo con-
creto de realizar la democracia. Ofrece
un «modelo alternativo de sociedad» (pá-
gina 77). Según esta concepción, la teo-
ría de la participación sirve para faci-
litar el tránsito en libertad hacia la
sociedad socialista libre, esto es, me-
diante una profundización de la noción
misma de libertad. La participación apa-
rece, entonces, como el medio para ejer-
cer un control progresivo sobre los cen-
tros de decisión. La participación se di-
rige, según esta ideología, hacia los
centros de poder, por tanto, no sólo
hacia la Administración pública, sino
también hacia la empresa. Ello signi-
fica «la recomposición del Estado en un
nuevo modelo de sociedad» (p. 78). Los
aspectos fundamentales de este nuevo
modelo de sociedad serían los siguien-
tes: En primer lugar, una «publificación
de la actividad económica bajo la for-
me, de una gestión democrática y parti-
cipada de la misma». En segundo lugar,
una «descentralización del aparato ins-
titucional sobre bases democráticas», lo
que implicaría la sustitución del «prin-
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cipio ideológicamente apolítico de la efi-
ciencia por el principio democrático».
Todo ello, pues, de acuerdo con un «mé-
todo de programación democrática», lo
que implica, en síntesis, que la decisión
política proceda de una composición ne-
gociada de los intereses (p. 79).

Este discurso teórico, dice SÁNCHEZ
MORÓN, puede parecer utópico y, sin
duda lo es en el sentido dinámico del
concepto de utopía. Se trata de un dis-
curso incompleto, impreciso, no exento
de contradicciones, de un discurso que
puede servir para encubrir los modos
reales de actuar de las organizaciones
que lo utilizan como bandera (p. 80). La
imprecisión del modelo alternativo de
participación se debe también, dice SÁN-
CHEZ MORÓN, a la inexistencia práctica
del mismo y al papel subordinado de los
grupos sociales que lo defienden (p. 81).

3. Si desde el punto de vista socioló-
gico-político la teoría de la participa-
ción presenta graves dificultades, desde
el punto de vista jurídico la situación
es semejante. El concepto jurídico de
participación refleja, dice SÁNCHEZ MO-
RÓN, las contradicciones del concepto po-
lítico (p. 89). La problemática jurídica
da la participación administrativa (ca-
pítulo 3.°) pone de manifiesto que la
técnica jurídica actual no da una res-
puesta adecuada a los fenómenos de
participación.

La idea de participación se ha incor-
porado a algunas constituciones moder-
nas (italiana, art. 3, ap. 2; portuguesa,
articulo 268; sueca, art. 2.° del cap. 7.°;
griega, art. 5.°; española, arts. 9,2; 20,3;
27,5; 51,2; 105 y 129,2). Sin embargo, se-
ñala SÁNCHEZ MORÓN, falta un desarrollo
orgánico de las declaraciones sobre par-
ticipación contenidas en la parte dog-
mática de las Constituciones, por lo que
este concepto corre el riesgo de conver-
tirse en una simple «cláusula general
permisiva» (p. 98).

Una primera aproximación a la noción
jurídica de participación administrati-
va lo realiza SÁNCHEZ MORÓN partiendo
del significado amplio, etimológico de
la palabra. En sentido amplio, partici-
pación administrativa significa 'Parti-

cipación en la elaboración de las deci-
siones formalizadas como cuestiones ad-
ministrativas» (p. 103). Dentro de este
concepto amplio, que SÁNCHEZ MORÓN con-
sidera útil sólo para realizar una prime- .
ra delimtación del tema, distingue entre:
A) Participación interna (que es la par-
ticipación de quienes trabajan en el se-
no de la Administración pública, esto
es, la participación de los funcionarios
v trabajadores al servicio de la Admi-
nistración, los cuales, como es obvio,
intervienen en defensa de sus peculia-
res intereses); B) Participación externa
(que es la participación de los indivi-
duos y grupos sociales exteriores a la
organización administrativa, y en la que
se dan múltiples supuestos: supuestos
de ejercicio privado de funciones públi-
cas; supuestos de colaboración técnica;
supuestos de protección procedimental
del administrado; supuestos en que el
ciudadano participa para expresar los
intereses comunes de un determinado
grupo o categoría de personas, entre los
cuales SÁNCHEZ MORÓN señala los de par-
ticipación procedimental, participación
consultiva, participación - negociación,
participación orgánica, formas de de-
mocracia directa), y C) Participación in-
terorgánica (que comprende los supues-
tos de interrelación entre las diferentes
unidades administrativas consideradas
éstas como centros de referencia de in-
tereses colectivos).

4. Después de exponer la noción am-
plia de participación, el autor estudia
su concepto estricto (cap. 4.°). La idea
clave de su pensamiento es la siguiente:
Por medio de la participación, entendi-
da ésta en sentido estricto, se incorpo-
ran a la Administración los intereses so-
ciales que la doctrina denomina «inte-
reses difusos» e «intereses colectivos».
Por tanto, la noción jurídica estricta de
participación exige una «redifinición de
los intereses jurídicos» (p. 113). Mientras
que en el esquema liberal del estado de
derecho sólo un tipo de interés social
tenía relevancia jurídica, esto es, aquel
que consistía en la defensa del propio
círculo individualizado de actuación per-
sonal —los llamados intereses directos—
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con la única excepción de la acción po-
pular, la realidad social actual ha dado
lugar al reconocimiento jurídico de otros
intereses, los que el autor denomina, en
concordancia con la doctrina italiana,
intereses difusos e intereses colectivos.

— El interés difuso es el interés jurí-
dicamente protegido de una pluralidad
indeterminada de sujetos. Por ejemplo,
el derecho al paisaje, el derecho a la
salud, el derecho al trabajo, el derecho
a la información, el derecho al estudio,
el derecho a la vivienda, etc. En gene-
ral, dice SÁNCHEZ MORÓN, la noción de
interés difuso puede aplicarse a mu-
chos de los enunciados programáticos
contenidos en las constituciones q u e
adoptan el modelo del llamado «estado
social» (p. 117). La consecuencia jurídi-
ca del reconocimiento de un interés di-
fuso consiste en el reconocimiento de
una situación jurídica subjetiva que atri-
buye a su titular la legitimación para
ejercer una acción judicial, o bien un
derecho de participación. El titular de
un interés difuso no puede exigir, en
base a ese interés, un tipo de prestación
distinto del fijado por los diferentes es-
calones del ordenamiento jurídico, pero
si puede, en cambio, exigir el respeto
del ordenamiento jurídico.

Pero ol problema jurídico fundamen-
tal que aquí se plantea no es tanto el
do reconocer la existencia de estos in-
tereses difusos cuanto el de determinar
qué sujetos colectivos pueden conside-
rarse portadores de un interés de esta
naturaleza (p. 123). El «principio de es-
pecialidad» es el criterio básico para de-
terminar qué intereses defiende una aso-
ciación o cualquier otro ento. Ahora
bien, os precisamente la necesidad de
integrarse en organizaciones potentes
para que los eventuales titulares de un
interés difuso puedan ejercitar con efi-
cacia su derecho, lo que limita, e inclu-
so desvirtúa, las consecuencias reales
del reconocimiento jurídico de esta cla-
se de intereses.

— El interés colectivo es una espe-
cificación del interés difuso. Algunos
autores, incluso, unifican ambas catego-
rías. Sin embargo, SÁNCHEZ MORÓN con-

sidera útil mantenerlas separadas, uti-
lizando como criterio diferenciador el
dato de que el interés colectivo se refie-
re a comunidades cuyos componentes
pueden ser, en gran medida, determina-
dos. En todo caso, está claro que el in-
terés colectivo do que aquí se trata no
es el interés propio del grupo u organi-
zación, sino el interés de todos y cada
uno de sus miembros.

Pues bien, la participación administra-
tiva en sentido estricto está definida por
su relación con esta clase de intereses.
La participación administrativa es, en-
tonces, la intervención en la actividad
calificada en un momento dado de ad-
ministrativa y en defensa de intereses
supraindividuales, esto es, de intereses
difusos o intereses colectivos (p. 137).
Alcanzado este concepto estricto, el au-
tor estudia seguidamente las siguientes
cuestiones: ¿Quién participa? ¿Cómo
y en qué forma? ¿En qué tipo de activi-
dad? ¿Con qué consecuencias jurídicas?

5. En cuanto a los sujetos de la ac-
tividad (cap. 5.°), SÁNCHEZ MORÓN dis-
tingue entre la participación individual
er. la que el individuo singularmente,
no como representante de un grupo so-
cial organizado, ejercita intereses do
los que no es titular individualmente
(bien interviniendo en un procedimien-
to administrativo, bien a través de la
institución del referéndum, bien me-
diante la elección de representantes en
el seno do las estructuras administrati-
vas) y la participación colectiva a tra-
vés de grupos sociales organizados. Esta
última plantea el problema de la deter-
minación de la «representatividad rela-
tiva» de los órganos que actúan (p. 148).
SÁNCHEZ MORÓN analiza los criterios de
determinación de la representatividad
relativa de un centro de referencia de
intereses (p. 150). Un criterio fundamen-
tal es el de la composición del sujeto
exponencial de los intereses, su «fórmu-
la organizativa». En este sentido distin-
gue entre los supuestos de representa-
ción colectiva (órganos públicos de base
electiva) de representación de intere-
ses (organizaciones de base volunta-
ria o espontánea). El autor examina ade :
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más como un supuesto especial el de la
participación de los Sindicatos en el ejer-
cicio de las funciones públicas (p. 153).

6. En cuanto a las fórmulas partici-
pativas, el autor distingue entre la par-
ticipación procedirnental (cap. 6.°), la
participación orgánica (cap. 8.°) y la
participación consultiva (cap. 7.°), que
puede manifestarse en cualquiera de las
dos fórmulas anteriores.

La denominada participación procedi-
mental se caracteriza por la nota de
exterioridad, mientras que la participa-
ción orgánica se caracteriza por la nota
de interioridad, es decir, de participación
dentro de la estructura organizativa:

a) El estudio que realiza SÁNCHEZ
MORÓN de la participación procedirnen-
tal parte de una reconsideración de la
naturaleza del procedimiento adminis-
trativo (en su origen, concebido sólo co-
mo ordenación de la actividad adminis-
trativa, después, también, como garantía
de los administrados y, por último, como
vehículo para la participación social)
y de las dos manifestaciones críticas
de este tipo de participación: parti-
cipación como colaboración y partici-
pación como control (p. 174). A conti-
nuación se expone un análisis de los
sujetos intervenientes en el procedimen-
to (p. 176), del objeto de la participa-
ción (p. 181), esto es, del tipo de actos
administrativos en que se participa, ac-
tos que son, fundamentalmente, de los
llamados de indirizzo (p. 188) y, por
último, de las formas de participación
procedimental (p. 198). En resumen, di-
ce SÁNCHEZ MORÓN, la participación pro-
cedimental, en cuanto que se manifiesta
en formas de control de la Administra-
ción, puede concretarse, dadas las ca-
racterísticas actuales de la actuación ad-
ministrativa, en la ampliación de los
sujetos legitimados a intervenir en todas
las fases del procedimiento y en una
transformación de la intervención «ten-
dente a asegurar la mayor información
posible, no restringiéndola a las nece-
sidades de la posterior defensa judicial»
(página 204).

b) El estudio de la participación con-
sultiva (cap. 7.°) se inicia con el análi-

sis de las características generales de
la función consultiva en la Administra-
ción moderna (p. 207) y de la organiza-
ción de esa función (p. 213) para con-
cluir que la participación consultiva es,
en todo caso, un «fenómeno integrador».
Se intenta a través de ellas, dice SÁNCHEZ
MORÓN, «corresponsabilizar en las deci-
siones públicas al grupo u organizacio-
nes sociales». Como tal es una manifesta-
ción más de los nuevos modos tecnocrá-
ticos de gestión administrativa (p. 229).

c) La participación orgánica (cap. 8.°)
es, para algunos autores, la única y
auténtica participación. Comprende los
supuestos en que los portadores de los
intereses sociales —difusos y colecti-
vos— toman parte en la adopción misma
de la decisión administrativa (p. 234).
La participación orgánica tiene su fun
damento último en la crisis de la orga-
nización administrativa liberal y el in-
tento de reconstruir sobre otros princi-
pios la organización administrativa. En
síntesis, se trata de la construcción de
un nuevo modelo de organización que
presenta los siguientes rasgos caracte-
rísticos: a) El poder público realiza una
función de mediación entre los distin-
tos intereses sociales (p. 237); b) No
existe diferencia objetiva entre interés
público e interés social. Lo que importa
son los modos de concreción de los inte-
reses, c) La concreción orgánica entre
ordenamiento y organización se estable-
ce a través de fórmulas organizativas
(página 239). La «fórmula electiva» es
preferible a la «fórmula de representa-
ción de intereses» porque, aun cuando
esta última cumple una función integra-
dora, la primera atribuye mayor inde-
pendencia al representante y abre un
cauce de manifestación directa de la
voluntad del ciudadano concreto, cosa
que no sucede en la segunda, en la que
se interponen organizaciones sociales
(página 241). d) El problema fundamen-
tal, sin embargo, consiste en determinar
cómo se organiza jurídicamente la par-
ticipación en el seno de las estructuras
administrativas. Y, más concretamente,
determinar cuál es el status de los re-
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presentantes que actúan en la Admi-
nistración (¿funcionarios? ¿políticos?
¿sujetos a responsabilidad administra-
tiva?) (p. 244). SÁNCHEZ MORÓN defiende
la necesidad de la independencia del
representante, pero advierte que, de he-
cho, esta independencia queda limitada
gravemente por los pactos que se cele-
bran entre la Administración y la or-
ganización a la que pertenece el repre-
sentante y por su dependencia económi-
ca de la organización misma, e) Los
representantes forman parte de órganos
colegiados que desempeñan funciones
consultivas, de control, e incluso deci-
sorias. En este último caso sustituyen a
la autoridad burocrática y a ellos se les
atribuye el ejercicio de la discrecionali-
lidad administrativa (p. 249). En resu-
men, pues, el modelo participativo im-
plica la sustitución de las relaciones de
jerarquía por relaciones más flexibles
ds dirección, participación procedimen-
tal y coordinación.

7. Pero todo esto, concluye SÁNCHEZ
MORÓN, aunque refleja una nueva rea-
lidad del Estado, el «Estado de masas»
o «Estado pluriclase», no tiene en el or-
den jurídico actual unos perfiles claros
y delimitados. Es cierto que vivimos en
una época que se caracteriza teórica-
mente por la «supremacía de las masas».
Pero el protagonismo de éstas se ve
mediatizado por la acción de las gran-
des organizaciones, de modo que ese
protagonismo es fundamentalmente pa-
sivo. El problema se complica además
por el hecho de que la crítica del es-
quema dogmático del Derecho adminis-
trativo clásico conduce a la búsqueda
incierta de nuevos horizontes teóricos,
pero tal búsqueda va impregnada del
temor a convertir en dogmáticos los nue-
vo? esquemas. Lo cierto es, dice SÁNCHEZ
MORÓN, que hoy no es suficiente el sis-
tema parlamentario partidista como cen-
tro de la tensión dialéctica de la lucha
por la libertad y la democracia. Y ello,
continúa el autor, tanto por la prepon-
derancia del aparato burocrático admi-
nistrativo frente a las asambleas legisla-
tivas como por la propia burocratización
de ' los partidos- La conciencia critica

de los años sesenta trató de dar una
respuesta por medio de la idea de la
participación administrativa. Pero esa
alternativa ha sido, a su vez, desvir-
tuada y asumida por la tecnocracia
conservadora. En la actualidad, dice
SÁNCHEZ MORÓN, parece difícil proponer
nuevas alternativas globales de signi-
ficado semejante. La participación ha
sido disfrazada y desvirtuada como idea
antes de nacer a la realidad. Ello no im-
pide que deba perderse la esperanza en
encontrar nuevas fórmulas para ahon-
dar en el control social, pluralista y de-
mocrático de la Administración. U n a
vía para ello puede ser, nos dice SÁN-
CHEZ MORÓN, la de la apertura real de la
Administración al ciudadano por medio
da la información directa, sin organiza-
ciones intermediarias, vía que parece
más fácil de hacer realidad que la de
la técnica participativa.

III

E! libro de Miguel SÁNCHEZ MORÓN no
es, pues, un libro de soluciones, sino
de problemas. No pretende fundamentar
la teoría de la participación, ni tampo-
co defenderla o rechazarla dogmática-
mente, sino más bien mostrar sus raíces
—¿a qué se debe su presencia?— y sus
propias contradicciones. Al autor, tanto
como la teoría misma de la participa-
ción, lo que le preocupa es el problema
social, político y jurídico al que esa teo-
ría pretende dar una solución, y ahí es-
tá el gran interés de este libro cuyo
lenguaje, difícil en ocasiones, refleja
ol esfuerzo del autor por comprender al-
go de lo que le está sucediendo al Esta-
da moderno.

Fernando SAINZ MORENO

SCHWARTZ, Bernard: Administrative Law.
A. Casebook, Little, Brown and Com-
pany. Boston and Toronto, 1977, 742
páginas.

Quizá los lectores de esta REVISTA re-
cuerden el pequeño estudio que publi-
qué en el número 85 (abril, 1978) con
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ocasión del importante Administrative
Law, de B. SCHWARTZ con el título Algu-
nas reflexiones sobre el Derecho Admi-
nistrativo norteamericano. A propósito
de una nueva exposición sistemática del
mismo (pp. 241 y ss.). Ello me excusa
de presentar ahora al autor de este se-
gimdo libro y también de explicar su
significación dentro del panorama del
Derecho Administrativo norteamericano.
El libro que ahora comentamos es un
complemento docente de la obra teórica
general en aquella otra ocasión presen-
tada, Administrative Law, de 1976. Se
adapta exactamente a su sistemática y
sigue paso a paso sus epígrafes, con la
exposición y el comentario de los casos
más significativos para ilustrar las po-
siciones del libro teórico.

Al final de cada caso y con el título
de Notas, se enuncian una serie de cues-
tiones al alumno para forzarle a obte-
nee las consecuencias de los casos ana-
lizados, pero buena parte de esas cues-
tiones son contestadas directamente por
el autor, para mostrar bien el proceso
de inferencia lógica. En. estas respues-
tas esquemáticas y extraordinariamen-
te vivaces se ofrecen referencias biblio-
gráficas, legislativas y de' nuevos casos,
para enseñar así la técnica de interrela-
ciones, consustancial al método jurídico.

Pero aunque se habla de un libro de
casos se trata, más bien, según la fór-
mula anglosajona, de cases and mate-
rials, lo que significa que se incluyen
también textos de otra clase que ju-
risprudenciales, informes, memorias o
ponencias oficiales o privados, incluso
no infrecuentemente extractos o partes
da obras puramente literarias o doctri-
nales. La obra es así una antología de
textos diversos, todos los cuales se con-
centran en el seguimiento de los pro-
blemas aplicativos de los conceptos ge-
nerales que proceden de la obra teórica.

La riqueza de los materiales puestos
a contribución y la voluntad perseveran-
te e incisiva de funcionalizar todos esos
materiales hacia la ilustración práctica
do los estudiantes en la aplicación y el.
funcionamiento del sistema jurídico-ad-

ministrativo hacen de esta obra un ver-
dadero modelo de libro docente. La vi-
vacidad del conjunto, la animación del
panorama aplicativo como un campo po-
lémico, vivo, que se destaca en medio de
tensiones y de intereses varios, me pa-
rece que ha de resultar especialmente
formativo para los estudiantes, mucho
más que la simple exposición abstracta
de principios, como es tan frecuente que
se limite la enseñanza del Derecho entre
nosotros.

La necesidad de adoptar en nuestras
Facultades una enseñanza práctica y de
adoptar dentro de ella el método de ca-
sos, necesidad siempre proclamada pero
rara vez seguida de remedios efectivos,
nos impulsa a destacar este libro como
ejemplar, en todos los sentidos del tér-
mino.

E. GARCÍA DE ENTERRIA

VANDELLI, Luciano: L'ordinamento regio-
nale spagnolo, Giuffré, Milano, 1980,
445 pp.

El título VIII de nuestra recién estre-
nada Constitución ha suscitado ya, en
menos de dos años, una literatura abun-
dantísima, en la que no faltan, incluso,
aportaciones notables de autores extran-
jeros, especialmente italianos.

Faltaba, sin embargo, hasta ahora un
estudio de carácter general sobre el nue-
vo ordenamiento regional, estudio cuya
realización tropezaba con serias dificul-
tades. Para los españoles la dificultad
mayor radicaba y radica en la.enorme
presión que sobre nosotros ejerce la rea^
lidad cotidiana, ciertamente abrumadora
en muchos momentos, y que nos priva
d(> la serenidad suficiente para abor-
dar un trabajo de largo aliento en el
que es. imprescindible sentirse dueño de
un hilo conductor que, en muchas oca-
siones, ni siquiera acertamos a aislar
de entre la maraña de acontecimientos
contradictorios en la que a diario nos
vemos inmersos.

Para los extranjeros la dificultad es
de orden diferente y aun opuesto, ya
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que la distancia del teatro de operacio-
nes y la enorme complejidad de su tra-
ma hace enormemente complicada la pe-
netración en la entraña del argumento.

Ha sido, sin embargo, un autor extran-
jero, Luciano VANDELLI, el primero en
salvar el obstáculo, lo que ya de por
íí tiene un mérito excepcional. Lo ha
hecho además con absoluta limpieza,
asimilando una masa de información
muy completa y de difícil valoración,
cuyo dominio y escrupuloso manejo le
ha permitido ofrecer un cuadro preciso
de la situación, en el que ni el más
riguroso crítico podría descubrir un solo
fallo de perspectiva.

Es realmente notable la seguridad que
VANDELLI demuestra en la utilización de
una doctrina como la española s o b r e
descentralización, Administración local
y regionalismo, enormemente desigual
en su valor y notablemente lastrada
siempre de prejuicios de uno y otro sig-
no, que muchas veces —como ocurre con
la del período franquista— es preciso
leer entre lineas para comprenderla.

Lo es también en ía misma o mayor
medida, si cabe, la soltura con la que
el autor acierta a moverse en el com-
plejo y difícil periodo de la transición
política que alumbró el original y pe-
culiarísimo sistema de las «preautono-
mías», cuyo estudio ocupa la segunda
parte de la obra.

Lo es, en fin, la agudeza con la que
ha sabido escudriñar las claves del pro-
ceso constituyente, que el tan traído y
llevado consenso cela extraordinaria-
mente en muchos casos, y analizar su
producto final, de inteligencia e inter-
pretación tan complicada.

Aunque sólo fuera por esto, es decir,
por su exacta comprensión y descripción
del contexto histórico y actual del pro-
blema, el libro de VANDELLI es y segui-
rá siendo por mucho tiempo absoluta-
mente imprescindible para todo aquel
que desde fuera de nuestra concreta y
particular realidad intente aproximarse
a nuestras instituciones y entenderlas
en su correcta dimensión.

Sería profundamente injusto, sin em-
bargo, reducir a esto el valor del libro

que comentamos, que es, obviamente,
mucho mayor, no en vano se trata, co-
mo ya se dijo, del primevo de carácter
global sobre nuestro ordenamiento re-
gional.

La tercera —y fundamental— parte de
la obra, dedicada a analizar las auto-
nomías regionales en la Constitución,
ofrece en sus diez capítulos un análisis
completo —con la sola excepción de los
aspectos financieros, más que disculpa-
ble, por cierto, dada su peculiaridad—
del cuadro institucional: caracteres ge-
nerales del ordenamiento regional, los
estatutos regionales, la organización re-
gional, las materias de competencia re-
gional, la actividad legislativa, la acti-
vidad administrativa y el sistema de
controles y conflictos.

Para el lector español la lectura aten-
ta de es-tos diez capítulos es un ejerci-
cio poco menos que imprescindible del
que puede obtenerse notable provecho,
tanto por la coherencia y objetividad del
análisis, como por el contrapunto que
ofrece con una realidad muy próxima
a la nuestra, tras de la cual hay ya mu-
chos años de experiencia y de praxis
política, muchas y matizadísimas re-
flexiones doctrinales y no pocas deci-
siones jurisprudenciales del Tribunal
Constitucional, elementos todos ellos de
los que nosotros, lógicamente, carece-
mos por completo hoy por hoy.

Quien esto escribe ha tenido ocasión
de comprobarlo personalmente y puede
decir por ello que la lectura de la obra
de VANDKLLI le ha obligado a reflexionar
de nuevo sobre todas sus posiciones an-
teriores, en algunas de las cuales ha
podido descubrir que, a pesar de su
apartidismo y del afán de objetividad
que siempre inspira su trabado, se re-
flejaba a veces un ardor excesivo, ine-
vitable seguramente en el momento en
que fueron formuladas por escrito, que
traicionaba, sin quererlo, la objetividad
pretendida.

Estoy seguro que algo semejante les
ocurrirá también, en una u otra medi-
da, a los demás, pues, en tema como és-
te tan crucial y apasionante, sólo quien
lo contempla desde fuera y, por lo tan-
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to, está al margen de las tensiones in-
ternas que operan sobre quienes de al-
gún modo son Juez y parte al mismo
tiempo, goza de la libertad de espíritu
necesaria para no apartarse en ningún
momento del punto de equilibrio.

Tras la lectura de la obra, los propios
puntos de vista, revisados o confirma-
dos, son en todo caso más sólidos y más
seguros, lo cual es ganancia notable que
al libro se debe.

Otro tanto puede decirse de t o d a s
aquellas cuestiones en las que los plan-
teamientos de nuestra Constitución son
paralelos a los del ordenamiento italia-
no. Especial atención desde esta pers-
pectiva merece, sin duda, el capítu-
lo VIII de la parte tercera del libro,
dedicado a la actividad administrativa
y al estudio de las relaciones entre la
Administración regional, los entes loca-
les y la Administración periférica del
Estado. :

El tema, hasta hace poco oscurecido
por las cuestiones de orden constitu-
yente y, en este sentido, de política pu-
ra, tiene una importancia absolutamen-
te capital, como ya ha empezado a ad-
vertirse por los propios protagonistas de
la escena política. En el momento en
que se escriben estas líneas, las primeras
transferencias al Gobierno vasco están
sencillamente e m b a r r a n c a d a s por los
problemas de personal, en los que las
partes, carentes de pautas constitu-
cionales y estatutarias, no aciertan a
encontrar un punto de acuerdo. Es sólo
un ejemplo, pero, a través de él, se ha
hecho evidente el grave error cometido
al despreciar los temas de organización
administrativa y al diforir continuamen-
te su planteamiento y solución. Tene-
mos ya dos Comunidades autónomas y,
por lo tanto, dos nuevas Administracio-
nes Públicas cuyo montaje, cualquiera
que sea, repercute sobre la estructura
do todas las demás y, sin embargo, no
tenemos todavía un criterio que nos per-
mita a unos y a.otros dirigir y contro-
lar el proceso de reconstrucción del apa-
rato administrativo entero, lo que a
unos y a otros —hay que insistir en
ello— nos va a colocar a las resultas

del proceso mismo, que no pueden ser
menos que caóticas. La cuestión es gra-
vo porque cuando ese caos de Adminis-
traciones Públicas superpuestas sin or-
den ni concierto resulte insoportable,
para el ciudadano y para las propias
autoridades políticas, centrales y auto-
nómicas, y obligue por ello a afrontar
la tarea de la racionalización de todo
e! conjunto nos vamos a encontrar muy
probablemente con que esa racionaliza-
ción no va a ser ya posible en muchos
casos a causa de la profundidad adqui-
rida en ese tiempo por las raíces de las
nuevas estructuras, lo que reproducirá
de nuevo el problema político y el jue-
go ya conocido de mutuas e inútiles
acusaciones en tanto los problemas rea-
les se siguen pudriendo.

La experiencia italiana es en este pun-
to aleccionadora, como lo son las pro-
pias rectificaciones que la doctrina de •
aquel país se ha visto obligada a hacer
con respecto a sus planteamientos ini-
ciales, en los que muchos de nosotros
vimos un tanto ingenuamente un prin-
cipio de solución.

Especial interés tienen también las
breves consideraciones que VANDELLI ha-
ce a propósito del tema de la progra-
mación, económica, que es otra de las
grandes cuestiones que exigen de nos-
otros, ahora que es tiempo, una cuida-
dísima reflexión.

No es mi propósito, sin embargo, mul-
tiplicar aquí las referencias puntuales
a problemas concretos. El libro hay que
leerlo y hay que leerlo entero y con
atención suma, venciendo la tentación
de pasar por alto lo que a primera vista
parece pura descripción, pues en el mo-
mento en que estamos, todo, incluso lo
simplemente descriptivo, tiene el mayor
interés como punto de referencia obli-
gada y ofrece una ocasión inmejorable
para el contraste de la propia opinión
con una opinión seria y serena, amén
de sólidamente formada en base a una
información acabada y completa y a
partir de una experiencia colectiva de
innegable riqueza.

Tomás Ramón FERNANDEZ
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Congreso Internacional de Ciencias Administrativas
En este año 1980 se cumplirá el cincuenta aniversario del Instituto Inter-

nacional de Ciencias Administrativas, fundado en Madrid con ocasión del Con-
greso Internacional de 1930. Con este motivo, durante el próximo verano —en
los días 30 de junio a 4 de julio—se celebrará en Madrid, previa invitación del
Gobierno español, y bajo la presidencia de honor de S. M. el Rey, el Congreso
Internacional de Ciencias Administrativos, que constituye la manifestación más
importante de las actividades del Instituto Internacional.

De acuerdo con la reglamentación aplicable, la organización del Congreso corre a
cargo del organismo que encarna la representación del Estado miembro, en este caso
el Ministerio de la Presidencia, y de la Asociación Española de Ciencias Administra-
tivas (Sección Nacional del Instituto), quo preside el profesor GARRIDO FALLA.

Con este objeto, el citado Ministerio, por Orden de 15 de octubre de 1979, ha
creado una Comisión organizadora para la realización de los actos preparatorios
del Congreso. Componen la Comisión, el ministro de la Presidencia del Gobier-
no, como presidente; el presidente de la Asociación Española de Ciencias Ad-
ministrativas, como vicepresidente primero; el director del Centro de Estudios
Constitucionales, como vicepresidente segundo, y un representante —que actuará
como vocal— por cada uno de los siguientes Departamentos: Ministerio de la
Presidencia, Ministerio de Asuntos Exteriores, Ministerio de Hacienda, Ministerio
del Interior, Ministerio de Cultura, Ministerio de Universidades e Investigación,
Ministerio de Comercio y Turismo y Ministerio de Administración Territorial.
Asimismo formarán parte de la citada Comisión el representante del Instituto
Internacional de Ciencias Administrativas para la organización del Congreso y un
secretario, miembro de la Asociación Española de Ciencias Administrativas.

Esta reunión científica de ámbito internacional, en su cincuenta aniversario,
hace esperar que se trate do un Congreso de especiales características, tanto por
la numerosa asistencia de delegados como por el interés de los debates, apro-
vechando la ocasión para examinar comparativamente las experiencias realiza-
das en el campo de la Administración pública.

Previo a la celebración del Congreso, tendrá lugar la reunión de cuatro gru-
pos de trabajo, dedicados cada uno de ellos al estudio de los siguientes temas:
-Sistemas presupuestarios integrados», «Escuelas y facultades de Administra-
ción Pública», «Administración territorial» e «Informática y Administración».

El tema general del Congreso es «La respuesta de le Administración a los
desafíos del mundo contemporáneo», abordando su estudio desde diferentes pers-
pectivas los cuatro Comités Científicos del Instituto.

Corresponderá al Comité de Estructuras Administrativas y Management es-
tudiar «El control político sobre los servicios administrativos del Estado y los
organismos públicos autónomos», examinando también la necesidad de disponer
de funcionarios cuyas opiniones fundamenten las decisiones políticas para pro-
poner soluciones concretas a problemas cuya comprensión exige competencias
técnicas, financieras y especializadas, y la necesidad de afrontar por parte de
los organismos públicos autónomos un doble desafío: la extensión de su res-
ponsabilidad en orden a problemas cada vez más difíciles de resolver y la im-
paciencia creciente do los electores, que reclaman una pronta solución.

El Comité de Derecho y Ciencia de la Administración abordará el tema «El
principio de legalidad en las circunstancias del mundo actual», enfocándolo desde
una perspectiva evolutiva y en tooio a cuatro ideas directrices: la posición del
principio de legalidad en el entorno político y social; el tema de la garantía de
los derechos individuales; el tema de la acción administrativa, y el tema del control.

El estudio de «El personal al servicio del Estado en la Administración del
futuro» será llevado a cabo por el Comité de Administración del Personal, en-
focando su esquema en función de dos temas: las necesidades y aspiraciones
de la sociedad y sus incidencias sobre la figura del funcionario en general, y
los problemas y aspectos particulares de la función pública.

Por último, el Comité de Planificación y Prospectiva desarrollará el tema
general «El desarrollo de las técnicas y los métodos de planificación en los sis-
temas administrativos». Supone su empeño investigar en qué medida, por qué
motivos, bajo qué forma y con qué éxito se desarrolla la planificación en la
Administración pública. Este desarrollo se estudiará en dos dimensiones: plani-
ficación interna de las actividades administrativas y aparatos administrativos
de la planificación económica y social.

Igualmente cabe resaltar que con motivo de este Congreso Internacional la
«Revista Internacional de Ciencias Administrativas» editará un número mono-
gráfico dedicado especialmente a España, en el que colaborarán los profesores
ALBIÑANA, A R I Ñ O , BAENA DEL ALCÁZAR, BOQUERA OLIVER, FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, GALLEGO
ANABITARTE, GARCÍA MADARIA, GARCTA-TREVIJANO, GARRIDO FALLA, GUAITA MARTORELL,
GUTIÉRREZ REÑÓN, GONZÁLEZ PÉREZ, JORDANA DE POZAS, MONTORO PUERTO, MENÉNDEZ

REXACH, MORELL OCAÑA, NIETO GARCÍA, SANTAMARÍA PASTOR y VIVANCOS.
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Planning and Administration is an international, English language journal
concerned with the structure, planning, ausing, management and functions of
human settlements, as well as with the interrelationship between governments
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Eduardo ABRIL ABADÍN: LO financiación de las Comunidades Europeas.
Tomás Ángel ESTEVE SERRANO: Coordinación macroeconómica y Unión Monetaria Europea.
Pablo DE BENAVIDES T SALAS: La cooperación política europea.
Carlos Francisco MOLINA DEL POZO: Diversos aspectos de la función pública en las Comunida-

des Europeas.
Carlos WESTENDORP Y CABEZA: Las ampliaciones de las Comunidades Europeas como experiencia.
Juan María NIN GENOVA: El Acta de Adhesión: descripción y algunos problemas en torno
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III. Aspectos sectoriales.
Emilio BONET MARCO: Concepto y ámbito de la Unión Aduanera.
Francisco Javier CASAS ALVAREZ: La política social de las Comunidades Europeas.
Luis FERNÁNDEZ DE LA GÁNDARA: Libertad de establecimiento y Ubre prestación de servicios de

las personas físicas en la Comunidad Económica Europea.
Luís FERNÁNDEZ DE LA GÁNDARA: La libertad de establecimiento de las Sociedades y demás per-

sonas jurídicas en la Comunidad Económica Europea.
Alfredo SÁNCHEZ-BELLA CARSWELL.- Libre circulación de capitales en ¡a Comunidad Económica

Europea.
Carlos FERNÁNDEZ-LERGA GARRALDA: Política de la competencia.
Juan ZURDO RUIZ-ATÚCAR: La fiscalidad y la CEE: aproximación al tema.
Carlos DÍAZ HÚDER: La política comercial común. Las relaciones exteriores de la Comunidad

Económica Europea.
J. BLANCO GÓMEZ, E. DIEZ PATIER, G. GARCÍA DOMÍNGUEZ, C. HERRERO GÓMEZ (coordinador), y

M. L. LANZUELA VALLS: La política agrícola de la Comunidad Económica Europea.
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Lorenzo GONZÁLEZ ALONSO: La política del transporte en la CEE.
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Mercedes PUELLES REDONDO: Nota sobre la política energética en la CEE.
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SUMARIO DEL VOL. 7, NÜM, 2 (mayo-agosto 1980)

ESTUDIOS

Víctor FAIHEN GUILLEN: Algunos problemas procesales suscitados por el
articulo 6." de la Convención Europea de los Derechos del Hombre.

Luis FERNÁNDEZ DE LA GÁNDARA: La adaptación de la legislación española
de sociedades al derecho comunitario europeo.

Fernando MARINO MENÉNDEZ: El sistsrna de cooperación política en
Europa.

José Luis MESEGUER: La teoría comunitaria de los espacios marítimos a
efectos de pesca y de las negociaciones de adhesión de España.

NOTAS

Paloma ABARCA y Manuel CADARSO: Las relaciones de la Comunidad Eco-
nómica Europea con América Latina y la adhesión de España a la
Comunidad.

Pedro BURGOS: La adhesión de Grecia a las Comunidades Europeas.

CRÓNICAS.
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SUMARIO DEL NUM. 85 (mayo-agosto 1980)

ARTÍCULOS

Ricardo CALLE SAIZ: LOS recientes desarrollos en la Teoría de la Política
Fiscal: una síntesis.

Andrés FERNÁNDEZ DÍAZ: Las exportaciones «impulsadas» y la Política
Económica de la transición en España: 1976-1979.

Ubaldo NIETO DE ALBA: Economía de Mercado y Constitución.
Aurelio MARTÍNEZ ESTÉVEZ: Multiplicadors-Renla a través de las tablas

«Input-OutpuU.
JUAN A. CAÑAS MADUEÑO, Rafaela Dios PALOMARES y Manuel RODRÍGUEZ TOLE-

DO: Incidencia de los Seguros de cosechas en la selección de Planes
eficientes. Modelos de Programación Cuadrática.

DOCUMENTO

Ricardo CALLE SAIZ: Commission des Communautés Européennes: Rap-
port de la Commission du Conseil sur les Perspeotives de Conver-
gence des Systémes Fiscaux dans la Communauté. Marzo de 1980.
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SUMARIO DEL NUM. 126 (abril-junio 1980)

ENSAYOS

Efrén BORRAJO DACRUZ: La obligatoriedad general de los convenios colectivos
de trabajo en el nuevo derecho español.

Manuel PÉREZ PÉREZ: El crédito privilegiado del trabajador-, sujetos, objetos
y ejercicio.

Francisco Manuel DC LAS HERAS BOHRERO: Responsabilidad administrativa, penal
y civil por incumplimento de lo normativa de seguridad e higiene.

Antonio RODRÍGUEZ MOLERO: El alcance de la inconstitucionalidad.
Manuel ALONSO OLEA: La extinción del contrato de trabajo por decisión del

trabajador.

CRÓNICAS

Crónica nacional, por Luis LANGA GARCÍA.
Crónica internacional, por Miguel FACOAGA.
Actividades de la OIT, por Carmen FERNÁNDEZ.

JURISPRUDENCIA SOCIAL.
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JIMÉNEZ, Fernando MARINO, Antonio MARQUINA, José Urbano MARTÍNEZ

SUMARIO DEL VOLUMEN I, NUM. 3 (julio-septiembre 1980)

ESTUDIOS

Diplomacia y defensa en la política exterior española, por José RAMÓN ALONSO.
La ayuda española a los países en desarrollo, por Francisco GRANELL.
Las relaciones hispano-británicas a comienzos del siglo XX: los caminos del

entendimiento, por Enrique ROSAS LEDESMA. I

NOTAS

Diez años de conflicto armado entre El Salvador y Honduras, por Manuel AL-
CÁNTARA SÁÍZ.

¿Estrategia económico-política mundial de la OCDE?, por Ramón PERPIÑÁ V GRAU.
México y Estados Unidos en la era de los petropesos, por Rafael VARGAS HIDALGO.
La sexta conferencia de los países no alineados (La Habana, septiembre 1979).

por José Urbano MARTÍNEZ CARRERAS.
Seminario sobre opciones españolas de seguridad, por Antonio MARQUINA BARRIO.
Crónica parlamentaria de Asuntos Exteriores, por Francisco ALDECOA, Isabel CAS-

TAÑO y Elena FLORES VALENCIA.
Diario de acontecimientos referentes a España durante los meses de junio, julio

y agosto de 1980, por Julio COLA ALBERICH.
Diario de acontecimientos internacionales, por Francisco ALDECOA.
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SUMARIO DEL NUM. 15 (mayo-junio 1980)

ESTUDIOS

Javier JIMÉNEZ CAMPO: Resgos Básicos de la ideología dominante entre 1939
y 1945.

Diego VALADES: Algunas características del Sistema Político Mexicano.
Remedios SÁNCHEZ FÉRRIZ: El articulo 11 de la Constitución de 1876.
Stefano BARTOLINI.- La afiliación en los partidos de masas: ¡a experiencia socia-

lista democrátia (1880-1978).

NOTAS

José M. BENEYTO PÉREZ: Propiedad, estado y sociedad: Posibilidades de un aná-
lisis estructural diacrónico.

E. J. HEUBEL: El estudio de la presidencia norteamericana. Del mito a la rea-
lidad.

CRÓNICAS Y DOCUMENTACIÓN

Antonio PORRAS NADALES: EÍ referéndum de iniciativa autonómica del veintiocho
de febrero en Andalucía.

Antonio EZEQUIEL G. DÍAZ-LLANOS: LOS partidos políticos en Escandinavia.

Recensiones.—Noticias de libros.
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